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I. I N T R O D U C C I Ó N 

El 15 de enero de 1999 entró en vigor la Convención sobre la Seguridad 

del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado (en adelante , "la 

C o n v e n c i ó n " ) 1 . La Convención fue aprobada por la A s a m b l e a Genera l de las 

Nac iones Unidas el 9 de d ic iembre de 1994 sin neces idad de votación. Es te 

tratado multilateral nace como consecuencia de una doble necesidad. 

En pr imer lugar, c o m o respuesta al incremento en el número de muer tos 

y her idos c o m o resul tado de a taques de l iberados cont ra el persona l de las 

Nac iones Unidas y asociado, en los años inmedia tamente anteriores a la apro­

bación de la C o n v e n c i ó n 2 . Este aumento en los a tentados cont ra las opera­

ciones de las Nac iones Unidas ha sido producto , a su vez, de dos factores: El 

a u m e n t o de las m i s m a s c o m o consecuenc ia del desb loqueo del Conse jo de 

Segur idad tras el fin de la Gue r r a Fr ía y la c rec ien te comple j idad de las 

mismas , sobre todo por su presencia en conflictos in t e rnos 3 . 

1. Doc. NN. UU. A/RES/49/59 (1994). 
2 . Párrafo primero del preámbulo de la Convención. En concreto, en 1993, 

201 miembros de operaciones de mantenimiento de de la paz habían perdido la vida 
al servicio de las Naciones Unidas; en los 10 primeros meses de 1994 ya habían 
resultado muertos 126 y, en el período comprendido entre el I o de julio de 1993 y el 
17 de septiembre de 1994, habían perdido la vida 18 funcionarios de las Naciones 
Unidas que participaban en operaciones que no eran de mantenimiento de la paz. 
Vide Doc NN. UU. A/C.6/49/SR.29, párrafo 16. 

3 . Sobre la ampliación de las funciones de las operaciones de mantenimiento 
de la paz de las Naciones Unidas se puede consultar, entre la extensa bibliografía en 
la materia, DUPUY, R.J.: Le développement du role du Conseil de Sécurité. Peace-
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En segundo lugar, por la insuficiencia de las actuales medidas de pro tec­

ción. L a conduc ta de los comba t i en tes en confl ic tos a r m a d o s se encuen t ra 

r egu lada por el D e r e c h o In ternacional Human i t a r io (DIH) , bá s i camen te los 

C o n v e n i o s de Ginebra de 1949 y sus Pro toco los Ad ic iona le s de 1977. Sin 

embargo , el derecho relat ivo a los conflictos a rmados sólo es apl icable al per­

sonal de las Nac iones Unidas y asociado cuando part ic ipa c o m o comba t i en te 

contra fuerzas armadas organizadas. 

En la actual idad, las operaciones de las Nac iones Unidas encuen t ran su 

marco jur íd ico en una compleja red de obl igaciones es tablecidas en acuerdos 

bilaterales y mult i laterales y en normas consue tud inar ias 4 . D e entre ellas, y en 

lo relativo a la protección del personal , destacan los Acuerdos sobre el Estatuto 

d e la F u e r z a ( S O F A ) 5 . En vir tud de es tos acue rdos , el gob ie rno del pa í s 

Keeping and Peace Building. Colloque de la Haye, 21-23 juillet 1992, La Haya, 
1993; CARDONA LLORÉNS, J . : "Nuevo orden mundial y mantenimiento de la paz y de 
la seguridad internacionales.", Cursos de Derecho Internacional de Vitoria-Gasteiz, 
1993, pp. 215-263, pp. 242-248; PÉREZ GONZÁLEZ, M.: "Las Naciones Unidas y el 
mantenimiento de la paz: cincuenta años de esfuerzos", Cuadernos de Historia 
Contemporánea, n. 17, Madrid, 1995, pp. 60-80; ESCOBAR HERNÁNDEZ, C : "Paz y 
derechos humanos: una nueva dimensión de las operciones para el mantenimiento 
de la paz", Cursos de Derecho Internacional de Vitoria-Gasteiz, 1996, pp. 47-102; 
o el número 43 del invierno 1996-97 de Tiempo de Paz, en especial los artículos de 
MARINO MENÉNDEZ, F.: "Perspectivas de las operaciones de manteniemiento de la 
paz de Naciones Unidas", pp. 41-53 y PÉREZ GONZÁLEZ, M.: "Las Naciones Unidas 
y el mantenimiento de la paz: por una recuperación de la Carta", pp. 25-40. Sobre 
los supuestos de autorización del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para 
el uso de la fuerza con el fin de proporcionar apoyo a las operaciones de las 
Naciones Unidas en el cumplimiento de sus funciones vide CARDONA LLORÉNS, J . : 
"La aplicación de medidas que implican el uso de la fuerza armada por el Consejo 
de Seguridad para hacer efectivas sus decisiones.", REDI, vol. XLVII, núm. 1, 
pp. 9-32, pp. 25-6. 

4 . La Carta de las Naciones Unidas, la Convención sobre Prerrogativas e 
Inmunidades de las Naciones Unidas de 1946, la Convención sobre Prerrogativas e 
Inmunidades de los Organismos Especializados de 1947, el Mandato nacido de la 
resolución pertinente del Consejo de Seguridad, los términos de referencia que 
detallan el mandato, los acuerdos de participación que regulan los contingentes, 
etc. Al respecto se puede consultar el Doc. NN. UU. A/48/349 o S/26358 de 27 de 
agosto de 1993 y A/AC.121/40/Add.2 de 28 de abril de 1993. 

5 . Existe un Modelo de Acuerdo sobre el Estatuto de las Fuerzas basado en los 
acuerdos realizados en el pasado (Informe del Secretario General Doc. NN. UU. 
A/45/594 (1990) al que nos referiremos en adelante como Modelo SOFA, por sus 
siglas en inglés. Su finalidad es servir como base para la redacción de los diversos 
acuerdos que se concierten entre las Naciones Unidas y los países en los que tenga 
lugar una operación. Para los celebrados desde 1946 hasta 1979 se puede consultar 
la extensa obra en cuatro volúmenes de HIGGINS, R . : United Nations Peacekeeping. 
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receptor de la operación se compromete a garant izar el enjuic iamiento de las 

personas somet idas a su jur isdicción penal que sean acusadas de actos que , de 

habe r se c o m e t i d o en re lac ión con las fuerzas del E s t a d o receptor , ser ían 

sanc ionab le 6 . La protección otorgada por estos acuerdos ha sido probada c o m o 

insuficiente, dado que no con templa la jur isdicción universal , c o m o hacen las 

diversas convenciones que tipifican delitos especialmente graves. 

L a inaplicabil idad del D I H y la deficiente protección procurada por estos 

A c u e r d o s , que seguirán s iendo necesar ios pese a la en t rada en v igor d e la 

Convenc ión , hacían necesar io "adoptar medidas i nnovadora s " 7 . Entre éstas se 

bara jó la de conc lu i r un p ro toco lo a la C o n v e n c i ó n sobre la p r evenc ión y 

cast igo de deli tos contra personas in ternacionalmente protegidas , inclusive los 

agentes d ip lomát icos de 1 9 7 3 8 . Las razones por las que esta postura no pros­

peró fueron tres: Por el mayor peso s imból ico que t iene una nueva conven­

c ión , p o r q u e los Es t ados que no eran par tes en la C o n v e n c i ó n queda r í an 

excluidos de participar en un protocolo adicional y porque el objeto material de 

la C o n v e n c i ó n de 1973, la vulnerabi l idad de los represen tan tes es ta ta les y 

d ip lomát icos a sufrir a tentados terroristas, era diferente del que se pre tendía . 

También se propuso la elaboración de una mera declaración al respecto, pero la 

propuesta fue rechazada por la falta de valor jur ídico obligatorio de la misma . 

El t iempo transcurrido desde que en agosto de 1993 un informe del Secre­

tar io Genera l an imara a los Es tados miembros a conclui r una convenc ión al 

r e s p e c t o 9 has ta su aprobación final fue inusua lmente b r e v e 1 0 . En octubre de 

Documents and Comentary, Oxford University Press, Royal Istitute of Interna­
tional Affairs, Londres, 1970, 1980, 1991. En español se puede consultar el 
segundo volumen de la recientemente aparecida Operaciones de las Naciones 
Unidas para el Mantenimiento de la Paz de FERNÁNDEZ SÁNCHEZ, P. A.: 
Publicaciones de la Universidad de Huelva, 1998. El Modelo SOFA puede 
encontrarse en español en el número 63 de la Revista Española de Derecho Militar, 
enero-junio 1994. 

6 . Artículo 45 del Modelo SOFA antes reseñado. 
7 . Un Programa de Paz, Informe del Secretario General presentado de 

conformidad con la declaración aprobada el 31 de enero de 1992 en la Reunión en la 
Cumbre del Consejo de Seguridad, Doc. NN. UU. A/47/277-S/241, párr. 66 (1992). 

8. Doc. NN. UU. A/C.6/48/SR.29 (1993), párrafos 2, 3 y 4. 
9 . Doc. NN. UU. A/48/349-S/26358, párr. 34 (1993). 
10. Esto se debió a tres factores fundamentales: el aumento en el número de 

bajas antes mencionado por parte de la ONU, el que el Comité Especial contara con 
un solo documento de trabajo al comenzar sus deliberaciones fruto de la fusión de 
los proyectos presentados por Ucrania y Nueva Zelanda, y el que la Convención 
pueda considerase una "extensión de una conjunto de normas ya bien establecidas y 
un avance gradual, más que un avance radical, en la formación del derecho." (Vide 



SANTIAGO URIOS MOLINER 

1993, N u e v a Ze landa y Ucrania presentaron ante la Sexta Comis ión sendos 
proyectos de c o n v e n c i ó n 1 1 . En dic iembre la Asamblea General creó un Comi té 
Especia l encargado de r e d a c t a r l a 1 2 . El Comité trabajó hasta agosto de 1994 en 
dos per íodos de ses iones , pero no l legó a un acuerdo definit ivo y env ió a la 
Sexta Comis ión el texto de negociación conso l idado al que había l l e g a d o 1 3 . 
F ina lmente , el grupo de trabajo creado al efecto en la Sexta Comis ión presentó 
ante la m i s m a un proyecto de resolución que fue aprobado por consenso el 16 
de nov iembre de 1 9 9 4 1 4 . Es te proyec to , basado en las propues tas de N u e v a 
Ze landa y Ucrania , sería el que la Asamblea General aprobaría sin votación el 
9 de diciembre y España firmó ad referendum diez días d e s p u é s 1 5 . 

Doc. NN. UU. A/C.6/49/SR.29, p. 6). Este último punto, si bien es cierto, como se 
pondrá de manifiesto en las páginas que siguen, en lo que respecta al estatuto de las 
fuerzas de las Naciones Unidas o a las cuestiones penales y procesales, no afecta a 
la parte más controvertida de la Convención y en la que más deficiencias se 
encuentran: el ámbito de aplicación de la misma. La velocidad a la que se preparó la 
Convención y la necesidad de lograr el consenso en tan poco tiempo son, con toda 
probabilidad, la causa de las dificultades interpretativas que pondremos de 
manifiesto. 

1 1 . Doc. NN. UU. A/C.6/48/L.2 y L.3 (1993). El proyecto de Nueva Zelanda se 
centraba en la criminalización de los ataques contra el personal de las Naciones 
Unidas y asociado y en la aplicación a las operaciones de las Naciones Unidas de 
los principios propios de los tratados antiterroristas consistentes en juzgar o 
extraditar a los culpables de esos atentados. El proyecto ucraniano recogía 
disposiciones sobre las responsabilidades del personal, las obligaciones de los 
Estados receptores de la operación y otras cuestiones relacionadas con los 
Acuerdos sobre el Estatuto de las Fuerzas. 

12. Resolución 48/37 de 9 de diciembre de 1993. 
13 . Vide el Informe del Comité Especial encargado de Elaborar una 

Convención Internacional sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y 
el personal conexo. Doc. A/49/22 (1994). 

14. Vide el Informe de la Sexta Comisión A/49/742 (1994). 
15 . España ratificó la Convención el 13 de enero de 1998, tras su estudio por 

el Consejo de Estado (Dictamen n. 4454/96 de 30 de enero de 1997), y el dictamen 
de la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado (20 de octubre de 1997) que dio 
lugar a la autorización (10 de noviembre de 1997). 
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II. C O N T E N I D O D E L A C O N V E N C I Ó N 

La Convención contiene cuatro tipos de disposiciones: 

1. Ámbi to de aplicación y definiciones (arts. 1 y 2) . 

2 . El estatuto de las fuerzas; es decir, los derechos y obl igaciones tanto 
del personal de las Nac iones Unidas y personal asociado c o m o de los Es tados 
de acogida y tránsito (arts. 3 a 8 y 19 a 21) . 

3 . Cuest iones penales y procesales (arts. 9 a 18). 

4 . U n a serie de d ispos ic iones finales re la t ivas al a r reglo de con t ro ­

vers ias , reuniones de examen , firma, ratificación, adhes ión, denuncia , textos 

auténticos y entrada en vigor (arts. 22 a 2 9 ) 1 6 . 

1. Ámbito de aplicación 

La parte más conflictiva de la Convenc ión es la relat iva a su ámbi to de 
apl icación, tanto en lo concerniente al personal c o m o a la operaciones . Algu­
nas delegaciones eran partidarias de una visión res t r ic t iva 1 7 , fundamentalmente 
para no permit i r el incremento de los poderes del Consejo de Segur idad. Sin 
e m b a r g o , f ina lmente venció , aunque con mat ices , una redacc ión , si no tan 
o m n i c o m p r e n s i v a c o m o d e s e a b a n a l g u n o 1 8 , s í al m e n o s suf ic ien temente 
ampl ia c o m o para dotar a la Convenc ión de la suficiente funcional idad. N o 
obstante , lo po lémico de la cuest ión de a quién y a qué t ipo de operaciones se 
apl icará la Convenc ión ha produc ido c o m o resul tado que los art ículos 1 y 2, 
que son los que recogen las def inic iones y el ámbi to de apl icación r e spec ­
t ivamente , sean prol i jos en su redacc ión final. N o sólo por ser fruto de la 
avenencia entre las diferentes posturas, sino también porque la responsabi l idad 
penal que se der iva de los ataques contra este personal exigía claridad a la hora 

16. La Convención ha entrado en vigor el 15 de enero de 1999, tras su 
ratificación por parte de Nueva Zelanda el 16 de diciembre de 1998, dado que a tenor 
del artículo 27 lo haría "treinta días después de que se hayan depositado veintidós 
instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión". A 31 de enero de 
1999, la Convención ha sido ratificada por 22 Estados y firmada por 43 , reseñados 
en la última nota a pie. 

17 . Vide, Doc. NN. UU. A/C.6/49/SR.29-35 y Doc. NN. UU. A/49/PV.84, 
p p . 1 4 - 1 7 . 

18. Vide Doc. NN. UU. A/C.6/49/SR.31, párrafos 40-43. 
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de dilucidar por un tribunal interno la culpabilidad del encausado, o lo que es lo 

m i s m o el c a m p o de aplicación de la Convención 

El artículo 2.1 establece que la Convención "se aplicará al personal de las 

Nac iones Unidas y al personal asociado y a las operac iones de las Nac iones 

Unidas , según se definen en el art ículo 1". V e a m o s pues estas tres categor ías , 

cada una más polémica y compleja que la anterior. 

1.1. Personal de las Naciones Unidas 

En principio parece claro que debían quedar protegidas por la Convención 

"Las pe r sonas con t ra tadas o desp legadas por el Secre ta r io Gene ra l de las 

Nac iones Unidas c o m o miembros de los componen te s mil i tares , de pol ic ía y 

civi les de una operac ión de las Nac iones U n i d a s " (art. l .a . i i ) , es to es lo q u e 

no rma lmen te en tendemos c o m o fuerzas de man ten imien to o res tablec imiento 

de la paz. Sin embargo , otras personas que trabajan para la Organización en la 

zona de confl icto, aunque bajo un manda to diferente, es decir que no forman 

par te de la operación, también debían quedar protegidas , dado q u e t ienen las 

m i s m a s probabi l idades de sufrir a tentados . En este sent ido, el apar tado l .a. i i 

r ecoge a los "Otros funcionarios y exper tos en mis ión de las Nac iones Unidas 

o sus o rgan i smos especia l izados o el Organ i smo Internacional de la Energ ía 

Atómica que se encuentren presentes, con carácter oficial, en una zona donde se 

l leve a cabo una operación de las Naciones U n i d a s " 2 0 . 

19. Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 35. 
2 0 . Como aclara BOURLOYANNIS-VRAILAS , los términos "funcionarios y 

expertos en misión de las Naciones Unidas", incluyen personal de todos los órga­
nos, oficinas, programas y fondos. BOURLOYANNIS-VRAILAS, M . -C : "The Conven­
tion on the Safety of United Nations and Associated Personnel", International and 
Comparative Law Quarterly, 1995, vol. 44, nota 28. Sobre esta cuestión puede 
consultarse PONS RAFOLS, Francesc-Xavier, Los expertos y las personas que tienen 
relaciones oficiales con la ONU, Promociones y Publicaciones Universitarias 
S.A., Barcelona 1994. 
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1.2. Personal Asociado 

Las Nac iones Unidas han pasado a depender en gran med ida de personal 
que no per tenece a la Organización. N o sólo por los soldados que forman parte 
de los cont ingentes nacionales que los Es tados Miembros ponen bajo el m a n d o 
de las Nac iones Unidas , s ino t ambién por el gran n ú m e r o de c ivi les incar-
d inados den t ro d e O N G s . Es to es así, no sólo , en el p r ime r caso , por el 
aumento en número y complejidad de las operaciones para el mantenimiento de 
la paz , s ino también , en el segundo, porque para facilitar el acceso a las vícti­
mas de s i tuaciones de urgencia humani tar ias , la O N U concier ta acuerdos con 
O N G s que proporc ionan recursos (personas , equipos , redes de dis t r ibución, 
etc.) m e j o r a n d o la eficacia de los p rog ramas d e socor ro . Sin e m b a r g o , as í 
c o m o el personal mili tar goza de la protección que le p roporc ionan los acuer­
dos sobre el es tatuto de las fuerzas, antes menc ionados , los civi les , que obvia­
men te corren r iesgos similares, carecen de esta clase de protección al no estar 
r egu lada su s i tuación ni por és tos ni por n ingún otro in s t rumen to in terna­
c ional . D a d o que esos asoc iados en la e jecución son par te in tegrante de la 
c a p a c i d a d d e la O r g a n i z a c i ó n p a r a e j ecu ta r sus p r o g r a m a s , n e c e s i t a n 
p r o t e c c i ó n 2 1 . 

N o obstante , así c o m o la inclusión del personal de las Nac iones Unidas 
no fue objeto de demasiados debates, la del personal asociado a la Organización 
susci tó la po lémica . Por un lado , exist ía una clara re t icencia a incluir a las 
O N G s en el ámb i to de apl icac ión de la C o n v e n c i ó n 2 2 ; po r o t ro lado , las 
O N G s , la propia O N U y a lgunos gobiernos que las apoyaban deseaban ver 
incluidos a todos sus miembros que participaran en mis iones de cualquier t ipo, 
y n o só lo a los que trabajaran en el ma rco d e una operac ión de las Nac iones 
U n i d a s . En este sent ido , el requis i to fundamenta l que de l imi ta al pe r sona l 
asociado protegido por la Convención es la de que estén realizando "actividades 
en apoyo del cumpl imien to del m a n d a t o de una operac ión de las Nac iones 
U n i d a s " 2 3 . L ími te lógico dado que la intromisión en la soberanía estatal que 
impl ica la jur i sd icc ión penal internacional que es tablece la Convenc ión sólo 
parece permis ib le a tendiendo a la impor tancia de una operación de manten i ­
mien to o restablecimiento de la paz. 

2 1 . Doc. NN. UU. A/48/349 y S/26358, de 27 de agosto de 1993, párrafos 24 
y 25. 

2 2 . Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 5. 
2 3 . Artículo Lb. in fine. 
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Por lo demás , el artículo 1 .b. incluye, dentro de este t ipo de personal , que 

en sent ido estricto no part icipa en la operación, a las fuerzas de apoyo a opera­

c iones de la Organ izac ión , a los c ivi les con t ra tados por el s i s tema d e las 

N a c i o n e s Un idas y al persona l de las O N G s de carác te r human i t a r i o , en 

concreto: 

1. "Las pe r sonas as ignadas por un gob ie rno o por una organ izac ión 

i n t e r g u b e r n a m e n t a l con el acuerdo del ó rgano compe ten te de las Nac iones 

U n i d a s 2 4 ; 

2 . Las personas contratadas por el Secretario General de las Nac iones 

Unidas , por un o rgan ismo especia l izado o por el Organ i smo Internacional de 

Energía A t ó m i c a 2 5 ; 

3 . Las pe r sonas desp l egadas por un o r g a n i s m o u o rgan izac ión no 

gubernamenta l de carácter humanitario en virtud de un acuerdo con el Secre­

tario General de las Naciones Unidas , con un organismo especial izado o con el 

Organ ismo Internacional de Energía A t ó m i c a " 2 6 

C o m o puede observarse, una nota común es la existencia de un acuerdo o 
un contra to con las Nac iones Unidas . Esta forma de consent imiento pres tado 
por el s i s tema de las Nac iones Unidas impl ica una m e d i d a de control que , 
j un to con la necesidad de que el Es tado receptor preste su consent imiento para 
la entrada en su territorio de cualquier p e r s o n a 2 7 y la l imitación a las O N G s de 

2 4 . (La cursiva es nuestra). Este parece ser el caso de los contingentes de 
reserva, apoyo o intervención rápida que "no tienen que ser forzosamente parte 
integrante de la operación" (Doc. NN. UU. A/48/349 y S/26358, de 27 de agosto de 
1993, párrafo 32). Por ejemplo, la fuerza de reacción inmediata que apoyaba la 
operación de Naciones Unidas en Somalia (ONUSOM II) o las fuerzas de la OTAN 
enviadas a la antigua Yugoslavia en apoyo de las Fuerzas de Protección de las 
Naciones Unidas (UNPROFOR) e incluso, como quiso dejar claro el representante 
de los Estados Unidos al adoptar la Convención, ésta sería aplicable a todas las 
operaciones recientes autorizadas por el Consejo de Seguridad, incluida la 
intervención de la fuerza multinacional en Haití, Doc. NN. UU. A/49/PV.84, p.15. 

2 5 . (La cursiva es nuestra). En el curso del proceso de negociación a la 
expresión "Secretario General de las Naciones Unidas" se le dio una interpretación 
que comprende también a otras partes del sistema de las Naciones Unidas como 
fondos, programas y oficinas y, en particular, la Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Vide Doc. NN. UU. 
A/C.6/49/SR.29, p. 4, párrafo 12. 

2 6 . (La cursiva es nuestra) 
2 7 . Así lo recoge el artículo 20.b., con las limitaciones que se exponen a 

continuación. Vide también al respecto el apartado relativo al consentimiento del 
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1 . 3 . Las Operaciones de las Naciones Unidas y su relación con el DIH 

Sin lugar a dudas , este fue el apar tado más comple jo , po lémico y, desde 
luego, el que más problemas de interpretación suscita. La razón es que en esta 
sede se dilucidaba en qué tipo de operaciones el personal antes reseñado gozaría 
del impor t an t e g rado de pro tecc ión o to rgado por la C o n v e n c i ó n y en que 
s i tuaciones, en cambio , serían considerados c o m o meros combat ien tes y, por 
tanto, protegidos sólo por el DIH. 

En este sent ido, el p rob lema fundamental que se p lanteó fue el de si el 
E s t a d o recep tor deb ía pres ta r su consen t imien to a la in te rvenc ión d e las 
Nac iones Unidas para que ésta quedara cubierta por la C o n v e n c i ó n 2 8 . En otras 
pa labras , el de si las operac iones coerci t ivas propias del capí tu lo V I I de la 
Carta de las Naciones Unidas entrarían o no dentro de su ámbi to de aplicación. 
F ina lmente se l legó a una solución de c o m p r o m i s o que puede p lantear en el 
futuro c ier tos p rob l emas he rmenéu t i cos . En pr inc ip io , este t ipo d e opera ­
c iones , que son las que ent rañan m a y o r pel igro pa ra el persona l , quedar ían 
cubiertas por la Convención , pero con la serie de l ímites y condic iones que se 
exponen a c o n t i n u a c i ó n 2 9 . 

Estado para la entrada de personas en su territorio al estudiar las cláusulas de 
salvaguarda. 

2 8 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 5 y 6. Vide También en este 
sentido la explicación de voto del representante de Cuba, cuando se adoptó la 
Convención, en la que insiste en que "resulte imprescindible que toda disposición 
que adoptemos se base, como precondición ineludible, en el consentimiento de los 
Estados involucrados en una situación que requiera el establecimiento de una 
operación de las Naciones Unidas (...) la firma y ratificación de esta Convención 
por Cuba estarán condicionadas a la (...) compatibilidad práctica de su letra y 
alcance con principios fundamentales del derecho internacional, tales como el 
principio de soberanía de los Estados y el de no injerencia en los asuntos inter­
nos". Doc. NN. UU. A/49/PV.84, p.18 y, en términos similares, A/C.6/49/SR.32, 
p. 2 y 3. 

2 9 . Es decir, no será necesario el consentimiento del Estado receptor, dado 
que, como reconoce la Convención en su preámbulo, "las operaciones de las 
Naciones Unidas se realizan en interés de toda la comunidad internacional y de 
conformidad con los principios y los propósitos de las Naciones Unidas" y esto a 
pesar de que "la eficacia y la seguridad de las operaciones de las Naciones Unidas 
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El artículo l .c entiende por "operación de las Naciones Unidas" la: 

"establecida por el órgano competente^0 de las Nac iones Unidas de con­

formidad con la Car ta de las Nac iones Unidas y real izada bajo la autoridad y 

control de las Naciones U n i d a s 3 1 : 

i) C u a n d o la operación esté dest inada a mantener o restablecer la paz y la 

seguridad internacionales, o 

ii) C u a n d o el Conse jo de Segur idad o la A s a m b l e a Genera l haya decla­
rado, a los efectos de la presente Convención, que existe un riesgo excepcional 
para la seguridad del personal que participa en la ope rac ión" 3 2 . 

mejoran cuando las operaciones se realizan con el consentimiento y la 
cooperación del Estado receptor." Como bien explicó el representante de Nueva 
Zelanda al adoptar la Convención,"el valor de la Convención sería dudoso si no 
alcanzara a aquellas personas que es muy probable que estén en riesgo porque no 
existe un gobierno efectivo que les dé la protección del país receptor." Doc. NN. 
UU., A/49/PV.84, p. 20. Además, la creciente complejidad de las actuales 
operaciones de mantenimiento de la paz y el carácter multidimensional, y a veces 
cambiante, de sus mandatos, no hacían viable una definición simple basada en un 
solo parámetro como el consentimiento del Estado receptor (Vide Doc. NN. UU. 
A/C.6./49/SR.29, p. 9, párrafo 29). En definitiva, el ámbito de la Convención no 
se limita a las operaciones clásicas de mantenimiento de la paz, basadas en el 
consentimiento del Estado receptor, como querían algunas delegaciones, y, a la 
vez, las referencias al consentimiento que se hacen en el preámbulo y en el artículo 
20.b tienen adecuadamente en cuenta la importancia de recabar el consentimiento y 
la cooperación de los Estados receptores en la realización de la mayoría de las 
operaciones de mantenimiento de la paz. (Vide Doc. NN. UU. A/C.6./49/SR.29, 
p. 6, párrafo 19). 

3 0 . (La cursiva es nuestra). Este órgano será normalmente el Consejo de 
Seguridad, cuyas operaciones, tanto de mantenimiento como de restablecimiento 
de la paz, quedarían cubiertas automáticamente por la Convención. No obstante, 
las operaciones apropiadamente autorizadas por la Asamblea General también 
entrarían dentro del campo de aplicación. 

3 1 . (La cursiva es nuestra). Es decir, en principio, las operaciones bajo "la 
autoridad y control" de uno o más Estados quedarían fuera de la Convención, aunque 
fueran autorizadas por el órgano competente. Sin embargo, esta cuestión no está 
perfectamente clara por lo que la analizaremos con mayor detalle más adelante. 

3 2 . (La cursiva es nuestra). Este apartado ii surgió de la necesidad de prestar 
protección a ciertas operaciones de carácter humanitario no dest inadas 
directamente a mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales, pero 
que conllevaban un alto grado de riesgo; por ejemplo, aquellas dirigidas a controlar 
un proceso electoral. Ante la dificultad de elaborar un listado omnicomprensivo de 
estas situaciones se optó por la fórmula general de la declaración de riesgo. Sin 
embargo, esta fórmula es criticable, si no en el fondo, sí en la forma, dado que 
excluye del campo de aplicación de la Convención todo ataque lanzado contra los 
miembros de la operación hasta que el Consejo de Seguridad o la Asamblea General 
declare formalmente la existencia del riesgo, algo que tiene visos de llevarse a cabo 
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A d e m á s , el ar t ículo 2.2. con t iene una c láusula de exclus ión en la que 

puntual iza que la Convención "no se aplicará a las operaciones de las Naciones 

Unidas autor izadas por el Conse jo de Segur idad c o m o med ida coerci t iva d e 

conformidad con el capítulo VII de la Car ta de las Nac iones U n i d a s 3 3 en las 

que c u a l e s q u i e r a 3 4 m i e m b r o s del personal par t ic ipen c o m o c o m b a t i e n t e s 3 5 

contra fuerzas armadas organizadas, a las que se aplica el derecho relativo a los 

conflictos a rmados in te rnac iona les 3 6 " . 

una vez realizado el ataque y no antes, con lo que se crearía un vacío en la 
protección. 

Para solventar ese problema, creemos que esas declaraciones deben formularse 
de forma preventiva cuando exista alguna preocupación razonable sobre el grado de 
riesgo, como indicaron los representantes de Nueva Zelanda y de los EE. UU. en su 
explicación de voto cuando se aprobó la Convención por la Asamblea General 
(Vide Doc. NN. UU. A/49/PV.84, p. 19 y 16, respectivamente) e, inluso, de forma 
rutinaria, como puntualizó el representante de Japón. Vide id, p. 19. 

3 3 . Estas pueden incluir embargos, bloqueos, sanciones económicas y opera­
ciones militares. Sin embargo, a la luz del texto completo de la cláusula de 
exclusión, entendemos que se refiere sólo a las acciones militares. En cualquier 
caso, el hecho de que el Consejo de Seguridad normalmente no especifique en sus 
resoluciones que se trata de una acción coercitiva, aunque recientemente comienza a 
especificar su adopción bajo el capítulo VII, podría producir problemas a la hora de 
aplicar la Convención. 

3 4 . En este sentido, cuando parte del personal se vea envuelto en una situación 
de combate en una operación coercitiva todo el resto del personal quedará 
automáticamente fuera de la cobertura de la Convención. Aunque algún autor se ha 
preguntado si los redactores de la Convención realmente buscaban este resultado 
(vide ARSANJANI, M.: "Defending the blue helmets: protection of United Nations 
personnel" en CONDORELLI, L. (Director) e.a.: Les Nations Unies et le droit interna­
tional humanitaire, Pedone, Paris, 1975, pp. 145-6), pensamos que sí por las 
siguientes razones: la claridad de la redacción, el hecho de que en las primeras 
propuestas no apareciera la palabra "cualesquiera" pero el sentido fuera el mismo, 
la ausencia de discusiones al respecto en los trabajos preparatorios y lo ilógico de 
que todo el personal de la operación tuviera que encontrarse en la situación descrita 
para que se aplicara la cláusula de exclusión. Todo esto, sin contar, como dijo el 
representante de los EE. UU. al adoptar la Convención, que "como resultado (de 
esta situación), es más fácil para los participantes en una operación saber bajo qué 
régimen de protección jurídica se ubican en una situación dada y actuar en 
consecuencia." Vide Doc. NN. UU. A/49/PV.84, p. 16. 

3 5 . En virtud de los artículos 4 del Convenio de Ginebra relativo al trato de los 
prisioneros de guerra, 43 del Protocolo I Adicional a estos Convenios y del 
pertinente derecho de la Haya, se considera combatiente a un miembro de una fuerza 
armada de una Parte en conflicto (salvo el personal sanitario y religioso). 

3 6 . De acuerdo con el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra, el derecho 
relativo a los conflictos armados internacionales se aplica tan pronto como surjan 
hostilidades entre dos o más Altas Partes contratantes; o en los casos de ocupación 

557 



SANTIAGO URIOS MOLINER 

C o m o puede apreciarse, de acuerdo con el artículo l .c. i , las operac iones 

establecidas de acuerdo con el capítulo VII de la C a r t a 3 7 se encontrarían bajo el 

paraguas de la Convención , pero con la reserva fijada por el ar t ículo 2.2. Es ta 

restr icción, j u n t o con el con ten ido de la c láusula de sa lvaguarda del ar t ículo 

2 0 . a 3 8 , es la que plantea la compleja relación entre el c a m p o de apl icación de 

la C o n v e n c i ó n y el de recho humani t a r io re la t ivo a los confl ic tos a r m a d o s 

internacionales, que antes anunciábamos. 

El tenor de los ar t ículos l .c , 2 .2 . y 20.a se der iva que podr ían darse 

s i tuaciones que entrarían tanto dentro del c a m p o de apl icación de la Conven -

parcial o total del territorio de una Alta Parte contratante, aunque la ocupación no 

encuentre resistencia militar. El artículo 1 del Protocolo Adicional I a los Con­

venios de Ginebra amplia la aplicación de este derecho a los "conflictos armados 

en que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera 

y contra los regímenes racistas en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre 

determinación." 

El hecho de que la aplicabilidad del derecho relativo a los conflictos armados 
internacionales sea expresamente mencionada como una de las condiciones para la 
exclusión de una operación del ámbito de aplicación de la Convención parece 
indicar, como señala BOURLOYANNIS-VRAILAS, que pueden haber situaciones en las 
que una medida coercitiva del capítulo VII en la que el personal de las NN. UU. 
participe como combatiente contra fuerzas armadas organizadas no esté regida por 
el derecho de los conflictos armados internacionales. Se podría alegar que este sería 
el caso si la operación de las NN. UU. estuviera dirigida contra una entidad no 
estatal. Lo que no parece claro, sin embargo, es el motivo de incluir este tipo de 
operaciones en el ámbito de aplicación de la Convención. "The Convention on..." 
Art. cit., p. 568. Pero la cuestión es que sí que están incluidos, por lo que , como se 
verá más adelante, habrá situaciones en que rija tanto la Convención como el DIH 
relativo a los conflictos armados internos. 

3 7 . El capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas versa precisamente sobre 
las acciones a emprender para mantener o restablecer la paz y la seguridad 
internacionales en caso de amenaza a las mismas. Dentro del capítulo VIII, el 
artículo 53.1 permite al Consejo de Seguridad utilizar acuerdos u organismos 
regionales para aplicar medidas coercitivas bajo su autoridad. En este sentido 
resulta curioso que la Convención no mencione en absoluto las posibles opera­
ciones de las NN. UU. emprendidas en virtud del capítulo VIII. Dichas operaciones 
serían con toda probabilidad sujeto del DIH y, aunque no se mencionen explíci­
tamente, también de la Convención en virtud del artículo l.c.i. 

3 8 . El artículo 20.a dice textualmente: "Nada de lo dispuesto en la presente 
Convención afectará a: a) La aplicabilidad del derecho internacional humanitario ni 
de las normas universalmente reconocidas de derechos humanos según figuran en 
instrumentos internacionales en relación con la protección de las operaciones de 
las Naciones Unidas y del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado, 
ni a la responsabilidad de ese personal de respetar ese derecho y esas normas." Vide 
también al respecto el apartado relativo al consentimiento del Estado para la 
entrada de personas en su territorio al estudiar las cláusulas de salvaguarda. 
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c ión c o m o del D I H . C o m o h e m o s vis to , el a r t ículo 2 .2 . só lo e x c l u y e del 

campo de aplicación de la Convención las operaciones "autorizadas por el Con­

sejo de Seguridad c o m o med ida coercit iva de conformidad con el capítulo VII" 

que der iven en comba tes . C o m o bien ha seña lado CONDORELLI, es to deber ía 

impl icar que una acción l levada a cabo no por Es tados "autor izados" , s ino 

d i rec tamente por fuerzas "bajo la autor idad y control" de las N N . UU. , c o m o 

reza el art ículo I .e. , estaría bajo la protección de la Convenc ión , aunque diera 

lugar a combates calificables de "conflicto a rmado internacional", lo que produ­

cir ía que se tuvieran que apl icar también las no rmas per t inentes de de recho 

human i t a r io re la t ivo a los confl ictos i n t e r n a c i o n a l e s 3 9 . Aho ra bien, el D I H 

prohibe exac tamente lo que la Convenc ión impone : es to es, considerar pena l ­

men te responsab le a t í tulo individual al m i e m b r o de una fuerza a rmada que 

haya cometido actos de violencia contra el adversario respetando las normas del 

DIH; cuando según este derecho esos actos serían imputables exc lus ivamente 

al Es t ado , o en t idad , par te en el confl ic to y no al i n d i v i d u o 4 0 . Es to es as í 

porque el art ículo l .c . no deja claro si una operación "autorizada" por las N N . 

UU. , pero l levada a cabo bajo el m a n d o y control de Estados miembros estaría 

den t ro del ámb i to de apl icación de la Convenc ión , sobre todo t en iendo en 

cuenta que la cláusula de exclusión del artículo 2.2 habla de "operaciones de las 

Naciones Unidas autorizadas por el Consejo de Seguridad". La razón de esto es 

que el ar t ículo 1 .c no utiliza la fórmula consagrada en estos casos y que hace 

referencia a un total "mando y control" por par te de las N N . U U . y no a la 

mera "autoridad y control" de la O r g a n i z a c i ó n 4 1 . Tras múlt iples discusiones en 

3 9 . CONDORELLI, L. (Director) e.a.: "Conclusions genérales", Les Nations 
Unies et le droit international humanitaire, Pedone, Paris, 1975, p. 456. 

4 0 . CONDORELLI, L.: id., p. 456-457. 
4 1 . Así lo expresó claramente China durante las discusiones sobre el proyecto 

de Convención en el marco de la Sexta Comisión: "...el tenor del artículo l.c, del 
presente proyecto, 'bajo la autoridad y control de las Naciones Unidas' no era el 
mismo que 'bajo el mando y control de las Naciones Unidas'". Vide Doc. NN. UU. 
A/C.6/49/SR.30, párrafo 20. 

La peculiar fórmula utilizada, "bajo la autoridad y control de las Naciones 
Unidas", procede del compromiso entre la expresión "bajo la autoridad de", que se 
aplica a las operaciones llevadas a cabo por los Estados miembros con la 
autorización de las NN. UU., y "bajo el mando y control", la consagrada para 
referirse a las operaciones "establecidas" por la ONU. (La utilización de esta 
terminología para definir el ámbito de aplicación de la Convención llama a 
confusión, ya que al tratarse de operaciones "establecidas", que no "autorizadas", 
por NN. UU. debemos entender que se refiere a la noción de órgano subsidiario 
establecido en virtud de los artículos 22 ó 29 de la Carta, por lo que lo lógico sería 
que fueran operaciones llevadas a cabo bajo "el mando y control" de la ONU. Vide 
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el ma rco de la Sexta C o m i s i ó n 4 2 no quedó perfec tamente claro qué interpre­

tación era la correcta, pues to que cada país defendió su interpretación. Desde 

nuestro punto de vista, y por las razones esgr imidas , parece que lo lógico sería 

que prevalec iera la interpretación restr ict iva del té rmino "autorizada", lo que 

exc luye del c a m p o de apl icación de la Convenc ión este t ipo de operac iones 

au to r izadas por las N N . U U . pe ro l levadas a cabo bajo m a n d o y cont ro l 

nacional. 

Sin embargo , es impor tante subrayar que en su expl icación de vo to tras 

la adopción de la Convenc ión , el representante de EE. U U . dejó claro que no 

estaba de acuerdo con esta interpretación restrictiva y que, para ellos, todas las 

operaciones autorizadas, fueran l levadas a cabo por Estados o por las Naciones 

Unidas , quedarían bajo el régimen protector de la Convención , si se l levaban a 

cabo en el marco de un conflicto interno y no in t e rnac iona l 4 3 . 

El hecho de que el ar t ículo 2.2. exc luya del ámbi to de apl icación de la 

Convenc ión las operaciones coercit ivas del capítulo VII a las que se apl ique el 

de recho de los conflictos a rmados internacionales hace presuponer que ésta sí 

se apl icará a aquel los confl ictos que estén regu lados por el de recho de los 

conf l ic tos a r m a d o s i n t e r n o s 4 4 . El p rob l ema que se p lan tea es q u e en estos 

EMANUELLI, C : "La Convention sur la sécurité du personnel des Nations Unies et du 
personnel asocie: des rayons et des ombres", RGDIP, 1995, vol.4, pp. 866-7 y 
EMANUELLI , C : "Les forces des Nations Unies et le droit international 
humanitaire", en CONDORELLI, L. (Director) e.a.: Les Nations Unies et le droit 
international humanitaire, Pedone, Paris, 1975, pp. 354-5. 

4 2 . Vide Doc. NN. UU. A/C.6/49/SR.29, 30, 31 y 32. 
4 3 . En concreto el Sr. ROSENSTOCK se refirió a las operaciones llevadas a cabo 

en Haití, Ruanda, Somalia e incluso el apoyo que la OTAN prestó a la UNPROFOR 
en Bosnia. Vide Doc. NN. UU. A/49/PV 84, p. 16. Este lógico interés por parte de 
los EE.UU. a incluir este tipo de operaciones dentro del ámbito de aplicación de la 
Convención dará lugar a que ésta y el DIH solapen sus regímenes protectores, lo 
que obviamente era contrario a la intención de los negociadores. Además, este 
extremo resulta incongruente con el tenor de la cláusula de salvaguarda sita en al 
artículo 20.a que establece que "nada de lo dispuesto en la Convención afectará a la 
aplicabilidad del DIH (...), ni a la responsabilidad de su personal de respetar ese 
derecho". Hay que recordar que, durante la adopción de la Convención en el seno de 
la Sexta Comisión, el propio Sr. ROSENSTOCK reconoció que "podría todavía 
mejorarse el texto actual, pero, vista la urgencia de ofrecer una protección 
suficiente (...), no sería razonable esperar a haber encontrado la solución 
"perfecta" para aprobar el documento." Vide Doc. NN. UU. A/C.6/49/SR.30, p. 7, 
párrafo 25. 

4 4 . El DIH distingue entre los conflictos armados internacionales a los que se 
aplica el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra y los conflictos armados 
internos regulados en el artículo 3 común a los mismos Convenios. 
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casos ( U N I T A F en Somalia , La operación francesa conocida c o m o "operación 

tu rquesa" en R u a n d a o a lgunas ope rac iones d e U N P R O F O R en B o s n i a -

Herzegovina) las fuerzas de las N N . UU. pueden verse envuel tas en situaciones 

de comba te contra fuerzas armadas organizadas , incluidas aquellas que supon­

gan la ut i l ización de la legí t ima defensa, lo que impl icar ía la apl icación del 

D I H . En estos casos se apl icar ían tanto la Convenc ión c o m o el D I H , lo que 

provocaría un nuevamente indeseado so l apamien to 4 5 . 

C o m o puede observarse por todo lo hasta ahora expues to , la fórmula de 

compromiso a la que se l legó para dar cabida tanto a la interpretación restr ic­

tiva, c o m o a la más ampl ia pa t roc inada por E E . UU. , sólo ha p roduc ido una 

gran falta de claridad en lo relat ivo al c a m p o de aplicación de la Convenc ión . 

Esta confusión nos lleva a pensar que, c o m o bien apunta S H R A G A , a pesar de 

estas ambigüedades de la Convención, la aplicabilidad del D I H a las fuerzas de 

las N N . UU. en la conducc ión de sus operac iones de man ten imien to o i m p o ­

sición de la paz se de terminará f inalmente a la luz del derecho internacional 

consuetudinar io que rige la aplicabil idad de las normas del D I H en si tuaciones 

de conflicto a r m a d o 4 6 . En este sentido, el DIH siempre se aplicará a las fuerzas 

de las Naciones Unidas cuando, actuando en virtud de un manda to del capítulo 

VII , se vean ac t ivamente envue l tas en c o m b a t e s , i n d e p e n d i e n t e m e n t e del 

carácter in terno o internacional del c o n f l i c t o 4 7 . En cualquier caso , la futura 

práctica de los Estados en la materia servirá para clarificar este ext remo. 

Por ú l t imo , la c láusu la de exc lus ión del ar t ículo 2.2 no inc luye las 

si tuaciones en las que las fuerzas de la O N U tengan que valerse de la legí t ima 

defensa, tal y c o m o se plantea este pr incipio en el marco de las operaciones de 

man ten imien to de la paz , y que implicaría que se aplicara el D I 4 8 . A pesar de 

4 5 . Como bien dice ARSANJANI, "In complex United Nations operations 
involving both peace-keeping and enforcement, the status of United Nations 
personnel seems to oscilate from combatant to non-combatant. This is a condition 
in which an "entity", involved in a conflict in whatever capacity, is changing its 
status under the law of armed conflict. Oscilating between different statuses 
inevitably creates confusion. A critical question is whether it is compatible with 
the laws of armed conflicts." Vide ARSANJANI, M . : "Defending the blue helmets...", 
Art. cit., p. 145. 

4 6 . Vide SHRAGA, D.: "The United Nations as an actor bound by international 
humanitarian law" en CONDORELLI, L. (Director) e.a.: Les Nations Unies et le droit 
international humanitaire, Pedone, Paris, 1975, p. 337. 

4 7 . Id. y EMANUELLI, C : "La Convention sur..." Art. cit., p. 873. 
4 8 . Sin embargo algunos autores opinan que el uso de la legítima defensa no 

implicaría la aplicación inmediata del DIH. Así, el miembro de la delegación 
estadounidense Evans T. BLOOM afirma. "Use of force in self-defense by United 
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la c láusula de sa lvaguarda del art ículo 2 1 , sobre la que nos de tendremos m á s 

adelante , que especif ica que nada de los d i spues to en la C o n v e n c i ó n "será 

interpretado en forma que menoscabe el derecho a actuar en defensa propia", el 

ar t ículo 2.2 se queda cor to a la hora de reflejar la necesar ia apl icación del 

D I H . 4 9 

En conclus ión , el ámbi to de apl icación operac ional de la C o n v e n c i ó n 

adolece de falta de claridad. Su deficiente redacción, fruto de la búsqueda de una 

fórmula de consenso que satisficiera a todas las par tes , t i ene c o m o conse ­

cuencia que se puedan producir s i tuaciones en que sean de apl icación tanto la 

Convenc ión c o m o el D I H . En concreto , las operaciones l levadas d i rec tamente 

a c a b o por fuerzas "bajo la autor idad y con t ro l" de las N N . U U . que d ieran 

lugar a comba tes calif icables de "conflicto a r m a d o internacional" , las opera­

c iones coerc i t ivas del cap í tu lo VI I a las que se ap l ique el de recho de los 

conf l ic tos a r m a d o s in te rnos y c ier tas s i tuac iones en las que se ut i l ice la 

legít ima defensa. 

Nations and associated personnel in isolated cases, without sustaining fighting, 
does not by itsef take an incident out of this Convention's coverage because the 
UN forces are not necessarily enganged as combatants when they defend 
themselves." BLOOM, E. T.: "Protecting Peacekeepers: The Convention on the 
Safety of United Nations and Associated Personnel", AJIL, vol. 89, p. 625. O, 
BOURLOYANNIS-VRAILAS: "The Convention would still be aplicable in situations 
where menbers of the military component of a Chapter V I I operation use force in 
self-defence - a s members of a "classical" peace-keeping operation are also 
authorised to d o - but where the other conditions set out in Article 2, paragraph 2 
are not fulfilled." BOURLOYANNIS-VRAILAS, M . - C : "The Convention on..." Art. 
cit., p. 567. 

No podemos mantener estas opiniones, dado que entendemos que un ataque 
contra las fuerzas de mantenimiento de la paz de las NN. UU. en las que éstas 
respondieran las convertiría en combatientes. Así, a pesar de su intención original 
de no utilizar la fuerza, o del probable consentimiento previo otorgado por las 
partes a la misión, esta acción debiera quedar encuadrada en el artículo 2 común a 
los Convenios de Ginebra. Además, simplificando el espíritu de la Convención, 
podríamos decir que ésta nace con la intención de evitar los ataques a los cascos 
azules cuando actúan pacíficamente, dejando al DIH su protección, como es lógico 
y natural, cuando utilizan las armas; de esto se derivaría que en las situaciones en 
que una operación de mantenimiento de la paz actúe en legítima defensa sería éste 
último el aplicable. 

4 9 . Como ha escrito Claude EMANUELLI: "la clause d'exception qui est censée 
tracer la frontiére entre le champ d'aplication de la Convention et celui du droit 
international humanitaire, ne refléte pas fidélement ce dernier. Elle en donne une 
vision rétrécie." EMANUELLI, C : "Les forces des Nations Unies..." Art. cit., p.355 
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2 . Estatuto de las Fuerzas 

Los art ículos 3 a 8, 20 y 21 se refieren a las obl igaciones y derechos de 
ciertos Estados (receptores y de tránsito), del personal de las Naciones Unidas y 
de la p rop ia Organ izac ión . Es tos ar t ículos se basan en gran m e d i d a en el 
derecho y la práct ica actuales recogidos en diversos acuerdos sobre el estatuto 
de las fuerzas, los denominados acuerdos S O F A a los que nos refer íamos en la 
i n t r o d u c c i ó n 5 0 . En este sent ido, apuntan a consol idar y desarrol lar el derecho 
vigente . N o obstante , al ser este un acuerdo mult i lateral , las d isposic iones de 
la Convenc ión tienen un carácter más abierto y flexible que las propias de los 
acuerdos sobre el estatuto de las fuerzas que pueden con templa r de un m o d o 
específico las circunstancias en la que se desenvuelve la operación. 

2 .1 . Acuerdos sobre el estatuto de la operación51 

El a r t ícu lo 4 es tab lece la neces idad de que el E s t a d o recep to r y las 
Nac iones Unidas concluyan "lo antes posible" un acuerdo sobre el es tatuto de 
la operación y del personal que part icipe en ella. Es te acuerdo versará funda­
m e n t a l m e n t e sobre los pr iv i leg ios e i nmun idades de los c o m p o n e n t e s de 
policía y mil i tares de la operación. 

C o m o v imos en la in t roducc ión , la p rác t ica habi tual de las N a c i o n e s 
U n i d a s cons is te en ce lebrar este t ipo de acue rdos antes o i n m e d i a t a m e n t e 
después del env ió de la o p e r a c i ó n 5 2 . Sin emba rgo , es to no s iempre resul ta 
fácil, sobre todo en países donde no existe un gobierno c laramente es tablecido 
o, exist iendo, carece de autoridad. Este art ículo aparece, así, c o m o un med io de 
es t imular a los Estados receptores a que concluyan estos acuerdos y evitar los 
retrasos en su negociac ión, recog iendo as í una de las p reocupac iones expre­
sadas por los Es tados que contr ibuyen con tropas a las operaciones de las que 
t ra tamos. 

5 0 . Vide nota 5. 
5 1 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I , párrafos 24 a 31 y A/AC.242/2, 

párrafos 66 a 71 . 
5 2 . Una de las razones por las que se elaboró la Convención es precisamente 

por el hecho de que las disposiciones de estos acuerdos, muy pormenorizadas en lo 
relativo a los privilegios, inmunidades y facilidades, no versan sobre los posibles 
ataques lanzados contra las fuerzas de la ONU ni sobre el modo de reprimirlos. 
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Pero, ¿qué sucede si, prec isamente debido a las dificultades señaladas, no 

se llega a un acuerdo?¿De qué privilegios e inmunidades gozará el personal que 

quede fuera del c a m p o de apl icación de la Convenc ión sobre Prer rogat ivas e 

I n m u n i d a d e s de las Nac iones Unidas de 1946? y ¿qué sucede si el E s t a d o 

r ecep to r no es par te en es ta C o n v e n c i ó n de l 4 6 ? . Po r o t ro l ado , ex i s ten 

c i rcunstancias a las que no se aplican este t ipo de acuerdos ; por e jemplo , las 

propias del capí tulo VII de la Carta. Así , en pr incipio , el ar t iculo 4 no parece 

apl icable en n inguna de estas c ircunstancias . Para solventar estas dif icultades, 

a lgunas de legac iones expresaron su preferencia por el enfoque anal í t ico p ro ­

pues to por U c r a n i a 5 3 y por enunciar indiv idualmente los privi legios e inmuni ­

dades de que gozar ían las d is t in tas ca tegor ías de pe r sona l , al m o d o de la 

Convenc ión de 1 9 4 6 5 4 . Esta propues ta fue r echazada por las compl icac iones 

que hubiera supuesto alcanzar un acuerdo en estas mater ias , algo contrar io a la 

celeridad que presidió la elaboración de la C o n v e n c i ó n 5 5 . 

En este sentido, también parece censurable el hecho de que la Convención 

no real ice m e n c i ó n a lguna a la C o n v e n c i ó n de 1946, ni a otras pos ter iores 

relat ivas , por e jemplo , a los c r ímenes contra las personas in te rnac iona lmente 

protegidas (1973) , a la toma de rehenes (1979) , etc., ni siquiera a través de una 

c láusu la de s a l v a g u a r d i a 5 6 . Ignorar este "corpus iuris" resul ta , c o m o af i rma 

CONDORELLI 5 7 , " sorprendente" , a la vis ta de q u e es te ar t ículo confía a los 

acuerdos entre el Es tado receptor y la Organ izac ión la de te rminac ión de las 

inmunidades del personal militar y de policía afectado por la operación. 

5 3 . Vide Doc. NN. UU. A/C.6/48/L.3, Anexo, art.5. 
5 4 . Vide Doc. NN.UU. A/AC.242/2, párrafo 68. 
5 5 . La existencia del mencionado Modelo SOFA, vide la nota 5, en el que se 

recogen estas prerrogativas e inmunidades, no parecía resolver las cuestión. Estas 
disposiciones no podían trasladarse directamente a la Convención, dado que su 
intención no era, como en este caso, velar por la seguridad del personal, al no 
tratar sobre los ataques que se pudieran lanzar contra ellos ni sobre su represión. En 
cualquier caso, parece criticable la ausencia de este esfuerzo clarificador. 

5 6 . Varias delegaciones sugirieron que en el preámbulo se incluyera, para 
sustituir el artículo 4, un párrafo en el que se recordaran los instrumentos 
internacionales vigentes. Vide Doc. NN.UU. A/AC.242/2, párrafo 70. 

5 7 . CONDORELLI, L.: "Le statut des forces de l'ONU et le droit international 
humanitaire", Rivista di Diritto Internazionale, Fase. 4, 1995, p. 890. 
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2 . 2 . Obligaciones del personal de las NN. UU. y asociado 

2 . 2 . 1 . Identificación5^ 

A tenor del ar t ículo 3 . 1 , los componen te s mil i tares y de pol ic ía d e las 

operaciones de las Naciones Unidas , así c o m o sus vehículos , embarcac iones y 

aeronaves , l levarán una identificación distintiva. El resto del personal y de los 

vehículos por tarán la debida identif icación a m e n o s q u e dec ida otra cosa el 

Secretario General . Además , el párrafo segundo establece que todo el personal 

de las Naciones Unidas y el personal asociado llevarán consigo documentos de 

identificación. 

La redacción del artículo estuvo presidida por la polémica sobre si la iden­

tificación del personal contr ibuía a su seguridad o si, por el contrario, el hecho 

de aparecer c o m o part ic ipante en una operación de las N N . U U . pod ía repre­

sentar un r iesgo a d i c i o n a l 5 9 . A d e m á s , es ta con t rovers ia desper taba o t ra de 

mayor envergadura: ¿podría atribuirse responsabil idad criminal al que atacara a 

alguien no identificado? 

L a p r imera cuest ión aparece resuel ta en el ar t ículo y es fruto del con­

senso: existirían dos categorías identificativas bien diferenciadas. Las externas , 

ob l iga tor ias pa ra el persona l mi l i ta r y de p o l i c í a 6 0 , pe ro a d i sc rec ión del 

Secretario General para el resto del personal ; y los documentos identif icativos 

que sí son aparentemente obligatorios para t o d o s 6 1 . 

Aho ra bien, esta aparente obl igación general se encuent ra en cont radic­

ción con el ámbi to de aplicación de la C o n v e n c i ó n 6 2 . El art. 1 .a.ii m e n c i o n a a 

5 8 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 15 a 24 y A/AC.242/2, 
párrafos 55 a 65. 

5 9. Así había expresado que podía ocurrir en algunas ocasiones el Coordinador 
General de Seguridad de las Naciones Unidas, Vide A/49/22. Anexo I, párrafo 16. 
Ver también en este sentido la declaración del Secretario General, Doc. NN. UU. 
A/48/349, párrafo 18 (1993). 

6 0 . El párrafo 37 del Modelo SOFA también recoge esta necesidad. 
6 1 . Estos últimos parecen imprescindibles para aplicar el artículo 8 de la 

misma Convención. Esta necesidad identificativa también aparece regulada en el 
Modelo SOFA, párrafos 34, 35 y 36. Por otra parte, estos documentos no parece 
que tengan que ser expedidos por las NN. UU. en el caso del personal asociado, dado 
que el tenor literal del artículo sólo se refiere a que deberán portar la debida o 
correspondiente documentación. 

6 2 . Vide BOURLOYANNIS-VRAILAS, M . -C : "The Convention on..." Art. cit., p. 
570, nota 53. 
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los funcionarios y expertos en misión que "se encuentren presentes , con carác­

ter oficial, en una zona donde se l leve a cabo una operación de las Nac iones 

Unidas" . Por su parte, el art ículo 3 estipula que el "resto del personal (...) que 

participen en la operación llevarán la debida identificación". D e esto se der iva 

que aquellos "que se encuentren" en la zona con carácter oficial, pero sin "parti­

c ipar" en la operac ión en sen t ido es t r ic to , goza ran de la p ro tecc ión de la 

Convenc ión ; sin embargo , no están obl igados a l levar s igno externo a lguno de 

identif icación, según el tenor literal del art ículo 3 . (Los trabajos prepara tor ios 

no aclaran este absurdo.) 

L a segunda cuest ión, relat iva a la atr ibución de responsabi l idad, perma­

nece oscura, a pesar del espíritu que se desprende de los trabajos preparatorios . 

En este sentido, cabe menc ionar que durante los debates prevaleció la opinión 

de que las disposiciones de derecho penal debían aplicarse con independencia de 

la identif icación de las víc t imas. Incumbir ía al j u e z nacional de te rminar si el 

a taque se produjo por desconocimiento de la condición de éstas c o m o personal 

de las N N . U U . o si, por el contrar io, existía esa intención. En cualquier caso, 

parece criticable que la Convención no haya aclarado este extremo. 

2 . 2 . 2 . Respeto de las leyes y reglamentos locale^ 

A tenor del art ículo 6, el personal de las N N . U U . y el personal asociado 

deben respetar las leyes del Es tado receptor y del Es tado de tránsi to y abste­

nerse de todo actividad incompatible con el carácter internacional e imparcial de 

su f u n c i ó n 6 4 . 

El origen del artículo se encuentra en la preocupación de a lgunos Estados 

receptores sobre el hecho de que la violación de las leyes locales pudiera dar 

origen a a taques contra el personal de las N N . U U . y que , por el contrar io , el 

cump l imien to de sus leyes y r eg lamentos facili taría la obl igación de pro te ­

gerlos expresada en la C o n v e n c i ó n 6 5 . N o obstante , en ningún lugar de la Con­

vención se re laciona el incumpl imiento de las leyes locales con la a tenuación 

de la responsabi l idad por atacar al personal de las N N . UU. En este sentido, el 

6 3 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 36 a 41 y A/AC.242/2, 
párrafos 72 a 74. 

6 4 . Este artículo parece claramente inspirado en la disposición VI.6 del 
Modelo SOFA. 

6 5 . Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 73. 
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2 . 2 . Obligaciones de los Estados 

2 . 2 . 1 . Tránsito66 

Así c o m o con los Estados receptores de personal de las Nac iones Unidas 

se celebran acuerdos sobre el es tatuto de las fuerzas, con los Es tados por los 

que éstas s implemente transitan no , de ahí la necesidad de un art ículo sobre la 

ma te r i a . Sin e m b a r g o , la Car ta de las Nac iones Un idas ya r ecoge la obl i ­

gación, expresada en el ar t ículo 5 de la Convenc ión , de permit i r el paso sin 

obs t ácu los de su pe rsona l y de su equ ipo hac ia d o n d e h a y a d e c i d i d o la 

O r g a n i z a c i ó n 6 7 , por lo que este art ículo no parecía espec ia lmente necesar io . 

A d e m á s , resultaría inoperante para aquel los Estados de tránsito que no forma­

ran par te de la Convenc ión . Es ta es p robab l emen te la razón por la q u e la 

p r o p u e s t a con jun ta de U c r a n i a y N u e v a Ze landa , or igen del t ex to de la 

Convenc ión , no recoge este pun to en concre to . El ar t ículo se inc luyó pos te ­

r io rmente al intentar dar cabida a una propuesta genér ica de Austr ia sobre los 

Es tados de t r á n s i t o 6 8 , cuyos planteamientos fundamentales aparecen recogidos 

en otros art ículos de la C o n v e n c i ó n 6 9 . En cualquier caso , la obl igación conte ­

nida en el artículo 5 de "facilitar" el tránsito no parece especia lmente exigente ; 

sobre todo si se t iene en cuen ta que en pr inc ip io se p r o p u s o el t é r m i n o 

"garantizar", lo que pareció exces ivo a a lgunas delegaciones . Sin emba rgo , de 

los trabajos preparatorios se deriva la idea de que el verbo "facilitar" sugiere la 

idea de tomar "medidas posi t ivas" y no s implemente de permit ir el p a s o 7 0 . 

6 6 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 31 a 35. 
6 7 . El quinto de los principios de la ONU, artículo 2.5 de la Carta, recoge la 

obligación de los Estados Miembros de prestar a la ONU "toda clase de ayuda en 
cualquier acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de dar 
ayuda a Estado alguno contra el cual la Organización estuviera ejerciendo acción 
preventiva o coercitiva." 

6 8 . Doc. NN.UU., A/AC.242/L.6 (1994). 
6 9 . Así, la definición de Estado de tránsito se encuentra en el artículo I o , la 

obligación de respetar sus leyes en el 6 o y la necesidad de que se cuente con su 
consentimiento en el 20 a . 

7 0 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 34. 
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2 .2 .2 . Velar por la seguridad del personal11 

El ar t ículo 7 eng loba t res d i spos ic iones de gran impor t anc i a pa ra la 
consecución del fin perseguido por la Convención. 

El pr imer párrafo contiene una obligación de tipo genér ico que de termina 
q u e este persona l , inc lu idos su equ ipo y sus l o c a l e s 7 2 , "no serán objeto de 
ataques ni de acción alguna que les impida cumplir su m a n d a t o " 7 3 . 

El segundo párrafo recoge la obl igación de los Es tados Par tes , especial­
m e n t e de los r ecep to re s , a u n q u e no só lo , de t o m a r " todas las m e d i d a s 
a p r o p i a d a s 7 4 para velar por la seguridad del personal de las N N . U U . y aso­
c iado" y, en part icular , para proteger los contra los del i tos enumerados en el 

7 1 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 55 a 65 y A/AC.242/2, 
párrafos 93 a 109. 

7 2 . Alguna delegación se opuso a la inclusión del material y de los locales por 
parecer le exces iva , pero f inalmente se consideró que estos es taban 
indisolublemente ligados a la protección del personal, tal y como establecen las 
disposiciones de los Convenios de Ginebra sobre el personal médico y de 
protección civil. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 61 . 

7 3 . Este párrafo, a diferencia de los dos siguientes, no se encuentra en la 
propuesta conjunta de Ucrania y Nueva Zelanda y proviene de una propuesta de los 
países nórdicos que fue incorporada, prácticamente en los mismos términos, a la 
redacción final de la Convención. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, W.2. 

La no referencia a los Estados Partes en este párrafo parece indicar, aunque los 
trabajos preparatorios no lo aclaran, que la obligación se referiría a otros Estados 
no Partes, lo que parece contrario al Derecho internacional vigente que considera 
que en principio los tratados son con respecto a terceros res inter alios acta. En 
este sentido, su inclusión pudiera estar dirigida a consolidar la costumbre 
internacional según la cual los ataques contra el personal de las NN. UU. están 
prohibidos en el Derecho internacional. También podría ser que se refiera a 
individuos o grupos de ellos, aunque aquí chocaría con el artículo 9 en el que se 
recogen los delitos que deben recoger las legislaciones nacionales en aplicación de 
la Convención y entre los que no se incluyen las acciones que pudieran impedir el 
cumplimiento del mandato. Parece lógico concluir que el sentido de este párrafo, 
añadido a la propuesta original, es el mismo que tienen otras obligaciones 
genéricas, como la de la prohibición del ataque a los locales de las legaciones 
diplomáticas, que son posteriormente especificadas hacia los Estados Partes 
imponiéndoles obligaciones concretas. 

7 4 . La utilización del término "apropiadas" suscitó alguna polémica en el 
sentido de que los Estados más pequeños consideraron que esta podía ser una carga 
excesiva para ellos y que no era razonable imponerla en el caso de operaciones 
llevadas a cabo sin el consentimiento del Estado receptor. En este sentido, se 
matizó que el término "apropiadas" era precisamente una garantía para estos 
Estados ya que convertía esta norma en una obligación de actuar simplemente con 
la "debida diligencia". Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 58. 
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artículo 9 7 5 . En este sentido, el artículo 7 y 9 se complementan m u t u a m e n t e : 

el i ncumpl imien to de lo d i spues to en el ar t iculo 7 conl levar ía una r e spon­

sabil idad internacional del Es tado, mientras que la comis ión de cualquiera de 

los del i tos l istados en el artículo 9 conllevaría una responsabi l idad penal de la 

parte que los hubiera pe rpe t r ado 7 6 . 

Por úl t imo, el tercer párrafo preceptúa que los Es tados Partes cooperarán 

entre sí, "según p r o c e d a " 7 7 , en la aplicación de la Convenc ión , espec ia lmente 

cuando el Es tado receptor "no esté en condiciones de adoptar por sí m i s m o las 

medidas requeridas" . Este párrafo está pensado para los casos en que la opera­

ción pudiera tener lugar en un territorio en el que no hubiera gobierno efectivo, 

lo que parece una interesante aportación de la Convenc ión . Sin e m b a r g o , la 

disposic ión pierde fuerza al no especificarse en que debe consist ir esa coope­

ración, fundamenta lmente en las cuest iones re lacionadas con la extradición de 

presuntos c u l p a b l e s 7 8 . 

7 5 . Este párrafo está inspirado en la Nota del Presidente del Consejo de 
Seguridad distribuida como documento S/25493 y en el informe del Secretario 
General (A/48/349). En este informe se expone que la responsabilidad principal en 
materia de seguridad del personal de las NN. UU. corresponde al gobierno anfitrión 
y que esa responsabilidad proviene de la función normal e inherente a todo 
gobierno de mantener el orden y proteger a las personas y los bienes que se 
encuentran bajo su jurisdicción. Hay que recordar en este sentido que al artículo 
105.1 de la Carta de las NN. UU. establece que "La Organización gozará, en el 
territorio de cada uno de sus Miembros, de los privilegios e inmunidades necesarios 
para la realización de sus propósitos". Este artículo fue desarrollado por la ya 
mencionada Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas 
de 1946 que contiene disposiciones detalladas sobre las prerrogativas e inmuni­
dades de la Organización, los representantes de los Estados Miembros, los 
funcionarios de las NN. UU. y los expertos en misión de las NN. UU. La Con­
vención sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados de 
1947, regula cuestiones análogas con respecto a los organismos especializados. 
Al respecto puede consultarse PONS RAFOLS, F.-X.: Los expertos y ... Op. cit. 

7 6 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 56. 
7 7 . Esta expresión se incluyó para dejar claro que no en todos los casos sería 

necesaria la cooperación de todos los estados Partes. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, 
Anexo I, párrafo 63. 

7 8 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/2, párrafos 99 y 100. 
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2 . 3 . 3 . Poner inmediatamente en libertad al personal detenido 

U n a de las razones que impulsaron la elaboración de la Convención fue la 
t oma de rehenes , m iembros de operaciones para el man ten imien to de la paz , 
po r a lgunas facciones invo lucradas en confl ic tos in ternos c o m o m e d i o d e 
pres ión p o l í t i c a 7 9 . Por eso, se incluyó un art ículo que obligara, no sólo a los 
Es tados partes sino también a los individuos , a poner en l ibertad "de inme­
diato" al personal de las NN. UU. o asociado capturado o detenido. 

El artículo 8 de la Convención se ocupa precisamente de esta cuest ión. El 
único requisi to est ipulado por el artículo es que la detención se produzca en el 
curso del desempeño de sus funciones y que se haya es tablecido su ident idad. 
Sin embargo el propio artículo recoge la salvedad de que esta obl igación haya 
sido modif icada por el acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas apl icable, tanto 
en lo re la t ivo a la d e t e n c i ó n 8 0 , c o m o a la prohib ic ión d e someter lo a inte­
r r o g a t o r i o 8 1 . 

El artículo especifica que el detenido o capturado deberá ser devuel to a las 
N N . U U . o a "otras autoridades pert inentes", probablemente el Comi té Interna­
c ional de la Cruz Roja. Y finaliza dec re tando que "durante su de tenc ión o 
captura, dicho personal será tratado de conformidad con las normas de derechos 
h u m a n o s universa lmente reconocidas y con los pr incipios y el espíri tu de los 
Convenios de Ginebra de 1949". 

En definitiva, además de la impor tancia de la prohibic ión de de tener a 
m i e m b r o s de operaciones para el manten imien to de la paz , el art ículo supone 
un impor tan te desar ro l lo p rogres ivo del de recho in ternacional al obl igar a 
pone r lo s en l iber tad i nmed ia t amen te y no al final de la con t i enda , c o m o 
est ipula el derecho internacional humani tar io con respecto a los pr is ioneros de 
g u e r r a 8 2 . En este sent ido , el ar t ículo cons t i tuye un m e d i o de evitar , c o m o 

7 9 . En concreto, la detención de un militar estadounidense miembro de 
UNITAF por rebeldes somalíes en octubre de 1993, en una operación en que varios 
de sus compatriotas resultaron muertos, llevó a los Estados Unidos a proponer este 
artículo. Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/2, Anexo, F. Por otra parte, el partido de 
los serbios de Bosnia había también llevado a la práctica este tipo de actuaciones 
en algunas ocasiones. 

8 0 . En este sentido, hay que señalar que el modelo SOFA recoge esta 
posibilidad en el párrafo 42. 

8 1 . En el mismo sentido vide el artículo 43 del Modelo SOFA. 
8 2 . El artículo 118 del Convenio de Ginebra relativo al trato de los 

prisioneros de guerra de 12 de agosto de 1949 dispone que "los prisioneros de 
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2 .3 .4 . Difusión 

El artículo 19 de la Convención contiene una obligación para los Es tados 

Par tes insp i rada en los C o n v e n i o s de Gineb ra de 1949: la d e difundir el 

contenido de la Convenc ión del m o d o más ampl io p o s i b l e 8 4 . El art ículo espe­

cifica que "en particular", debe incluirse su estudio, "así c o m o las obl igaciones 

per t inen tes del de recho in ternacional h u m a n i t a r i o " 8 5 , en los p rog ramas de 

instrucción mili tar. 

Puede sorprender, la no mención, c o m o en los Conven ios de Ginebra , del 

"fomentar su es tudio entre la población civil (algo que sólo no se m e n c i o n a en 

el Pro tocolo Adic ional II) . Al respecto hay que comenta r que las p ropues tas 

originales de Ucrania y N u e v a Zelanda y los países nórdicos s í contenían esta 

r e f e r e n c i a 8 6 , que f inalmente fue e l i m i n a d a 8 7 , p robab lemente por encont rarse 

r e c o g i d a d e m o d o impl íc i to en la ob l igac ión genera l de difusión. E n la 

propues ta de los países nórdicos, existía además una menc ión a que "Las uni­

dades mil i tares m á s impor tan tes deben, c o m o regla genera l , tener adscr i tos 

guerra serán puestos en libertad y repatriados, sin demora, después del fin de las 
hostilidades". 

8 3 . Vide BLOOM, E. T . : "Protecting Peacekeepers...", Art. cit. p. 629. 
8 4 . La obligación de difundir el derecho internacional humanitario se en­

cuentra en los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 -arts. 47 del I, 
48 del II, 127 del III y 144 del IV-, en los dos Protocolos Adicionales a ellos de 8 
de junio de 1977 -arts. 83 del I y 19 del I I - y en la Convención de la Haya de 14 de 
mayo de 1954 para la protección de los bienes culturales en su art. 25. 

8 5 . Así se reconoce, una vez más, la relación de complementariedad entre la 
Convención y el DIH. 

8 6 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/L.3, séptimo principio (divulgación y 
educación), "...así como para que se enseñe a todos los miembros de la sociedad", 
con respecto a la propuesta de los países nórdicos y A/AC. 242/L.2, artículo 20, "y 
a fomentar su estudio entre la población civil, de forma que las disposiciones de la 
presente Convención sean conocidas por las fuerzas armada y por la población 
civil" , para la propuesta conjunta de Ucrania y Nueva Zelanda. 

8 7 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/2, párrafo 148, en el que se dice que se 
propuso su retirada, pero no que se decidiera llevarla a cabo. 
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a lega uno de los responsables de la propuesta , que al pedir que los de tenidos 

sean t ra tados de acue rdo con el de recho in te rnac iona l h u m a n i t a r i o se les 

responda que en ese caso se les considera prisioneros de guerra y no tengan que 

ser l i be r ados 8 3 . 
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asesores j u r í d i c o s " 8 8 . Su no inclusión en el texto definit ivo de la Convenc ión , 
a pesar de ser una práctica habitual, responde a que algunas delegaciones pusie­
ron en tela de ju ic io la convenienc ia de que apareciera en un d o c u m e n t o de 
estas característ icas y consideraron preferible "dejar el asunto al arbitrio de los 
países que aportaban contingentes y del Secretario G e n e r a l " 8 9 . 

2 .4 . Cláusulas de salvaguarda 

L a C o n v e n c i ó n con t i ene seis c l áusu la s d e s a l v a g u a r d a si tas en los 
ar t ículos 20 (Cláusulas de s a l v a g u a r d a ) 9 0 y 21 (Derecho a actuar en defensa 
propia) . Su inclusión responde al in tento de l legar a un acuerdo en a lgunas 
cuest iones en las que existían suspicacias interpretativas entre las delegaciones . 
Por eso, muchas de ellas son redundantes y solo aspiran a que a lgunos puntos 
quedaran específ icamente mencionados . En ellas se recogen ciertos derechos y 
obl igaciones de los Estados Partes y de las NN. UU. difíciles de encuadrar , en 
a lgunos casos, en sólo una de las dos categorías, por lo que parece conveniente 

8 8 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/L.3, séptimo principio (divulgación y 
educación). 

89 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/2, párrafo 147. 
9 0 . Cuyo tenor reza: "Nada de los dispuesto en la presente Convención 

afectará a: 
a) La aplicabilidad del derecho intrenacional humanitario ni de las normas 

universalmente reconocidas de derechos humanos según figuran en instrumentos 
internacionales en relación con la protección de las operaciones de las Naciones 
Unidas y del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado, ni a la 
responsabilidad de ese personal de respetar ese derecho y esas normas; 

b) Los derechos y obligaciones de los Estados, de conformidad con la Carta 
de las Naciones Unidas, el lo que respecta al consentimiento para la entrada de 
personas en su territorio; 

c) La obligación del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado 
de actuar de conformidad con los términos del mandato de una operación de las 
Naciones Unidas; 

d) El derecho de los Estados que voluntariamente aporten personal a una 
operación de las Naciones Unidas a retirar a su personal de la participación en esa 
operación, o 

e) El derecho a recibir indemnización apropiada en el caso de defunción, 
discapacidad, lesión o enfermedad atribuible a los servicios de mantenimiento de la 
paz prestados por el personal voluntariamente aportado por los Estados a 
operaciones de las Naciones Unidas." 
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su expos ic ión en un apa r t ado específ ico, aunque a m u c h a s de ellas y a nos 

hayamos referido al tratar el p roblema específico. 

2 . 4 . 1 . Aplicabilidad del derecho internacional humanitario y de los 
derechos humanos 

Al tratar la re lac ión entre la C o n v e n c i ó n y el D I H ya se m e n c i o n ó el 
ar t ículo 20.a) según el cual nada de los d ispuesto en la Convenc ión afectará "a 
la ap l icab i l idad del D I H ni de las n o r m a s un ive r sa lmen te r econoc idas de 
de rechos humanos" . Al análisis sobre esta obl igación de los Es tados con res­
pec to al personal de las N N . U U . y asociado, cuando no actúan c o m o comba­
t ientes , nos r emi t imos ; ya que cuando actúan c o m o tales, y por tanto quedan 
fuera del ámbi to de apl icación de la Convenc ión , la apl icabi l idad del D I H es 
obvia . Recuérdese , en cualquier caso, el expues to art ículo 8 en el que se esti­
pu laba que "durante su de tenc ión o captura , d icho persona l será t ra tado de 
conformidad con las normas de derechos humanos universalmente reconocidas 
y con los p r inc ip ios y el espír i tu de los C o n v e n i o s de G ineb ra d e 1949" . 
A d e m á s , el art ículo 20.a) añade una obligación con respecto al personal de las 
N N . U U . y asociado que también debe respetar estas normas . Esto no es sólo 
lógico per se, s ino que en laza con la obl igación de respetar las leyes locales 
(art. 6) y de actuar en conformidad con el manda to (arts. 6 y 20.d) . Así , en los 
acuerdos sobre el estatuto de las fuerzas actualmente se incluye este e x t r e m o 9 1 

que no figuraba en el mode lo S O F A . 

9 1 . En este sentido, en las opiniones expresadas durante la primera lectura de 
la propuesta conjunta de Ucrania y Nueva Zelanda (Doc. NN. UU. A/AC. 242/L.2), 
se dejó claro que, como la ONU no era parte en los instrumentos de derecho 
humanitario, "los acuerdos sobre el estatuto de las fuerzas contenían una dispo­
sición en virtud de la cual el derecho internacional humanitario era aplicable a la 
operación de mantenimiento de la paz de que se tratara" Vide Doc. NN. UU. A/AC. 
242/2, párrafo 77. 
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2 .4 .2 . Consentimiento del Estado para la entrada de personas en su 
territorio 

Al tratar el ámbi to de aplicación de la Convenc ión ya se m e n c i o n ó c o m o 
algunas delegaciones pretendían reducir éste a las operaciones que contaran con 
el c o n s e n t i m i e n t o de los Es t ados r e c e p t o r e s 9 2 . P rec i samen te por e so , fue 
necesar io introducir esta c láusula de salvaguarda. L a cláusula está de acuerdo 
con el párrafo sépt imo del p reámbulo de la Convenc ión en el que se reconoce 
q u e la ef icacia y la segur idad de las operac iones de las N N . U U . "mejora" 
c u a n d o se l levan a cabo con el consen t imien to y la cooperac ión del E s t a d o 
receptor , lo que no impl ica que éste sea impresc ind ib le en todos los casos . 
Así , la redacción de la c láusula deja claro, c o m o no podía ser de otra manera , 
que éste no será necesar io cuando se actúe bajo el capí tulo VII de la Car ta de 
las N N . UU. 

2 . 4 . 3 . Conformidad con el Mandato 

El apa r t ado c) del ar t ículo 20 p rov iene d e una p ropues ta de C h i n a 9 3 

mot ivada por el recelo a que las actividades funcionales del personal de la ope­

ración pudieran sobrepasar los té rminos del m a n d a t o (aprobado por una reso­

lución del Consejo de Seguridad o por la Asamblea General) . 

L a s re t icenc ias fundamenta les pa ra la inc lus ión de tal a r t ícu lo en la 
Convenc ión provenían , no sólo de que resul taba difícil concebi r una interpre­
tación de la Convenc ión que permit iera exceder el manda to , s ino también del 
hecho de que la propues ta p lan teaba la cuest ión de quién de te rminar ía si se 
habían sobrepasado los términos de un manda to de terminado. En este sentido, 
se manifes tó la preocupación de que jueces nacionales pudieran llegar a inter­
pre tar las reso luc iones del Conse jo de Segur idad . T a m b i é n se op inó que la 
menc ión a la Asamblea General debía s u p r i m i r s e 9 4 . 

F ina lmente , la propuesta se aceptó, a pesar de que para la mayor í a de las 
de legac iones la menc ión en el art ículo 6 de que el personal se abs tendr ía de 
"toda acción o actividad incompatible con el carácter imparcial e internacional 

9 2 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 5 y 6. 
9 3 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo II, E y A/AC.242, Anexo, E. 
9 4 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 42 y 43. 
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2 .4 .4 . Retirada del personal 

A l g o s imi la r suced ió con la c láusu la d e sa lvagua rda con t en ida en el 
apar tado d) : A pesar de que el derecho vigente reconoce el derecho de los Esta­
dos part icipantes en una operación a retirar los efectivos puestos a disposic ión 
de la m i s m a prev ia not i f icación al Secre tar io Genera l , la Fede rac ión R u s a 
insis t ió , desde el pr incip io de las negoc iac iones , en incluir un ar t ículo que 
codificara este e x t r e m o 9 5 . Por eso, la Convenc ión reconoce "el derecho de los 
Es tados que voluntar iamente aporten personal a una operación de las N N . UU. 
a retirar a su personal de la participación en esa operación." 

2 . 4 . 5 . Indemnización 

Varias delegaciones habían propuesto en diferentes momen tos un artículo 
sobre el de recho a recibir indemnizac ión apropiada en caso de muer te , disca­
pacidad, lesión o enfermedad del personal que part icipara en la operación por 
causas imputables a los servicios pres tados en la m i s m a 9 6 . Esta es una preocu­
pación ant igua que ya se había expresado desde los pr imeros momen tos en que 
se habló de la necesidad de realizar la estudiada C o n v e n c i ó n 9 7 . Sin embargo , en 

9 5 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/2, Anexo, D y A/49/22, Anexo II, D y Q. 
La propuesta inicial de Ucrania ante la Sexta Comisión también recogía esta 
preocupación (Vide Doc. NN. UU. A/C.6/48/L.3, Anexo, art. 13.) que desapareció 
al elaborar la propuesta conjunta con Nueva Zelanda. 

9 6 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 113 y 114 y Anexo II, D 
(Federación Rusa) y M (Pakistán) y A/AC. 242/2, Anexo, D (para la propuesta 
original rusa en relación con el proyecto conjunto de Ucrania y Nueva Zelanda). 

9 7 . Vide el Informe amplio de toda la cuestión de las operaciones de 
mantenimiento de la paz en todos sus aspectos, Doc. NN. UU. A/48/173 de 26 de 
mayo de 1993, en cuyo párrafo 119 se dice "El Comité Especial insta al Secretario 
General a que revise las disposiciones vigentes de indemnización por enfermedad, 
incapacidad, lesión o muerte imputable al servicio en operaciones de mante-
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de sus funciones" debía bastar a este respecto. C o m o consecuencia , la Conven­
ción recoge en su art ículo 20.c) "la obl igación del personal de las N N . U U . y 
el personal asociado de actuar de conformidad con los términos del manda to de 
una operación de las Naciones Unidas." 
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el m o m e n t o de la e laboración de la misma, esta cuest ión se encont raba some­

tida a es tudio por la V Comis ión de la A s a m b l e a General y no se cons ideró 

opor tuno pormenor iza r l a en la C o n v e n c i ó n 9 8 . Así , se cons ideró que lo m á s 

opor tuno sería incluir la propuesta rusa c o m o cláusula de salvaguarda (art. 20 . 

e) , en el sent ido d e que los d i spues to en la Convenc ión no afectaría a este 

d e r e c h o a la i ndemnizac ión y subrayar , en la reso luc ión de la A s a m b l e a 

Genera l que aprueba la Convenc ión y la cont iene c o m o anexo, la impor tancia 

de una "rápida finalización de un examen amplio de los arreglos relat ivos a la 

indemnizac ión (...), con miras a e laborar arreglos equi ta t ivos y aprop iados y 

asegurar un reembolso e x p e d i t i v o " 9 9 . 

2 . 4 .6 . Legítima defensa 

El art 21 es tab lece que nada de los d i spues to en la C o n v e n c i ó n "será 

interpretado en forma que menoscabe el derecho a actuar en defensa propia" . 

Es te art ículo, en su redacción d e f i n i t i v a 1 0 0 , parece innecesar io pues to que no 

añade nada al de recho internacional vigente. El uso de la fuerza en leg í t ima 

defensa por parte del personal de las N N . UU. que part icipe en una operación 

de man ten imien to de la paz es una cues t ión pacíf ica entre la doc t r ina . S in 

emba rgo , dado que esta c láusula de sa lvaguarda no especifica si se refiere al 

personal de las N N . UU. y asociado o aquellos que les pudieran hacer frente, es 

de suponer que se refiere a los d o s 1 0 1 . En cualquier caso, el c amb io de redac-

nimiento de la paz, con miras a elaborar disposiciones más justas y adecuadas, y a 
que vele por que los pagos correspondientes se hagan con rapidez." Además este fue 
uno de los cuatro temas de estudio que se incluyo en la "lista de temas" del Grupo de 
Trabajo en materia de seguridad del personal de las NN. UU. (vide el anexo I del 
documento citado supra). 

9 8 . Para más información sobre esta cuestión vide BOURLOYANNIS-VRAILAS, 
M . - C : "The Convention on...", Art. cit., p. 5 8 6 , nota 1 3 2 . 

9 9 . Doc. NN. UU. A / 4 9 / 5 9 . 

1 0 0 . Durante las negociaciones algunas delegaciones consideraron necesario 
aclarar el concepto y las circunstancias en las que el ejercicio de ese derecho 
quedaba justificado. 

Así, se sugirió que en el texto se reflejaran los arraigados conceptos penales en 
la materia de "peligro inminente" y de "adecuación y proporcionalidad" con el fin 
de evitar el abuso de este derecho. Vide Doc. NN. UU. A/AC. 2 4 2 / 2 , párrafo 8 9 . 

1 0 1 . Sin embargo, las primeras propuestas se referían al derecho del personal 
militar de las fuerzas de las Naciones Unidas a actuar en defensa propia "en caso de 
violaciones graves de las disposiciones de la presente Convención por fuerzas 
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ción abre la posibilidad a una interpretación no deseada: parece que se quisieran 
a lentar a taques con t ra el persona l de la O N U dando c o m o excusa de es ta 
c o n d u c t a la l eg í t ima defensa . N a d a m á s a le jado de los p ropós i to s d e la 
Convenc ión . 

3 . Cuestiones penales y procesales 

Los artículos 9 a 18 obedecen al propósi to de velar por el cast igo efectivo 
de los responsables de a taques contra el personal de las Nac iones Unidas y el 
personal asociado. Estas disposiciones de derecho penal y procesal se basan en 
diversas convenc iones contra el te r ror ismo: la Convenc ión In ternac ional de 
1979 con t ra la t o m a de rehenes , la C o n v e n c i ó n de R o m a de 1988 pa ra la 
represión de los actos ilícitos contra la seguridad de la navegación mar í t ima y, 
especia lmente , la ya menc ionada Convención sobre la prevención y cast igo de 
del i tos cont ra personas in te rnac iona lmente pro tegidas , inc lus ive los agentes 
d i p l o m á t i c o s de 1 9 7 3 1 0 2 , a la que nos re fer i remos a par t i r de aqu í c o m o 
Convenc ión P IP de 1973. 

Las negociaciones fueron especialmente sencillas en esta sede dado que se 
t rataba de la aplicación de un mecan i smo jur íd ico ya es tablecido al p rob lema 
específico de los ataques contra el personal de las Naciones Unidas y asociado. 
Duran te las negoc iac iones se trató de velar por que el ar t iculado de la Con­
vención fuera compat ib le con estas convenciones que, desde el punto de vista 
del de recho penal internacional , surten los m i s m o s efectos ju r íd icos . De este 

armadas o grupos armados de una de las partes en conflicto", especificando que en 
ese caso "el personal militar de las fuerzas de las Naciones Unidas tendrá derecho a 
actuar en defensa propia de acuerdo con las normas para trabar combate adoptadas 
para cada operación de mantenimiento de la paz, las que podrán ampliarse o 
especificarse con arreglo a una decisión especial del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas." Vide el artículo 12 del Proyecto de elementos para una conven­
ción internacional sobre el estatuto y la seguridad del personal de las fuerzas de las 
Naciones Unidas y del personal civil correspondiente. Doc. NN. UU. A/48/173, 
Anexo I I , Apéndice. Como puede observarse, en su origen la iniciativa tenía un 
sentido claro, pero los desacuerdos sobre la misma llevaron a que la necesidad de 
consensuar su contenido acabaran robándoselo. 

102. Otras convenciones que incluyen el establecimiento de una jurisdicción 
universal son: La Convención para la represión del apoderamiento ilícito de 
aeronaves, firmada en la Haya el 16 de diciembre de 1970 y El Convenio para la 
represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en 
Montreal el 23 de septiembre de 1971. 
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m o d o , al igual que en las c o n v e n c i o n e s an tes s eña ladas , se e s t ab lece un 
régimen de jurisdicción universal y responsabil idad individiual 

sobre los ataques al personal pro tegido a través del pr incipio aut dedere 
aut iudicare103. La inclusión de este principio, c o m o se puso rei teradamente de 
man i f i e s to a lo l a rgo de los t rabajos p r epa ra to r i o s , i n t en t a e l i m i n a r la 
posibilidad de un refugio seguro para quienes perpetran esos ataques. 

3 . 1 . Cuestiones penales 

3.1 .1 . Hechos tipificados104 

El art ículo 9.1 es tablece que se cons iderarán del i tos la comis ión inten­
c iona l , a m e n a z a , tenta t iva , compl i c idad e inducción 1 0 5 en el homic id io , 
secuest ro u otro a taque que ponga en pel igro la integr idad física o la l ibertad 
del personal p ro teg ido , incluido el a taque v io lento cont ra sus med ios ma te ­
riales "que pueda poner en peligro su integridad física o l i b e r t a d " 1 0 6 . 

1 0 3 . El Estado en el que se encuentre el presunto culpable tiene la obligación 
de extraditarle o juzgarle. Al respecto pueden consultarse los comentarios a los 
arículos 13, 14 y 15. 

104. Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafos 110-119 y A/49/22, Anexo I, 
párrafos 73-80. 

105 . Aunque la Convención no se refiere a ésta explícitamente, si lo hace 
implícitamente al recoger la forma más importante de inducción: "organizar u 
ordenar a terceros la comisión de tal ataque." (art.9.1.e). 

106. Obsérvese la diferente cualificación de los ataques a las personas o las 
medios materiales. Estos últimos deben ser no sólo violentos, sino además deben 
poner en peligro la integridad física o la libertad. En este sentido, un ataque contra 
los locales oficiales, la residencia privada o los medios de transporte de cualquier 
miembro del personal de las Naciones Unidas o del personal asociado que no reúna 
los dos requisitos señalados no sería considerado delito a efectos de la 
Convención. Así, la voladura de todos los medios materiales de una operación de 
mantenimiento de la paz en la que nadie resultara herido no sería considerada delito, 
aunque esto impidiera que la operación continuara su mandato. El hecho de que el ya 
comentado artículo 7.1 explicite que "el personal de las Naciones Unidas y el 
personal asociado y sus locales no serán objeto de ataques ni de acción alguna que 
les impida cumplir su mandato", no parece suficiente protección por su carácter 
genérico. Además, a diferencia de otras propuestas iniciales, el artículo sólo 
incluye los locales y no otros medios materiales. Esto demuestra que la 
Convención vela sólo por la seguridad del personal, como su nombre indica, y no 
por la de la operación, algo excesivamente ambicioso todavía. 
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El art ículo t iene su origen en la propues ta de N u e v a Z e l a n d a 1 0 7 , s iendo 
recogido más tarde en el artículo 11 de la propuesta conjunta con U c r a n i a 1 0 8 de 
donde pasó a la Convención sin práct icamente modificarse. La propuesta de los 
países nórdicos también recogía un proyec to de ar t ículo s imilar aunque más 
d e t a l l a d o 1 0 9 , pe ro se pensó que lo mejor era util izar una fórmula general que 
pud ie ra eng loba r cua lqu ie r t ipo de a t a q u e 1 1 0 . L a p ropues t a de los pa í ses 
nórdicos se basaba en los Conven ios de Ginebra de 1949 (concre tamente en su 
ar t ículo 3 c o m ú n ) 1 1 1 , mien t ras que la de N u e v a Ze landa y Ucran ia t o m a b a 
c o m o base el ar t ículo 2 de la Convenc ión P IP de 1973, con a lgunas modif i ­
caciones m í n i m a s 1 1 2 . En este sentido, debe señalarse que el "ataque que ponga 
en pel igro la integridad física o la l ibertad del personal pro tegido" , que es lo 

107 . Proyecto de Convención sobre la responsabilidad de los ataques contra el 
personal de las Naciones Unidas. Doc. NN. UU. A/C.6/48/L.2. 

108 . Doc. NN. UU. A/C.6/48/WG/RESP/CRP.1 y A/AC.242/L.2. 
109. Vide Doc. NN.UU. A/AC.242/L.3, Quinto principio. En él se especifican 

los ataques contra la integridad física o la libertad. Así, refiriéndose a la violencia 
que atente contra la vida, la salud y el bienestar físico o mental especifica que se 
refiere "en especial" al homicidio; la tortura de cualquier tipo, ya sea física o 
mental; los castigos corporales; la mutilación; los ultrajes a la dignidad personal, 
"en especial": los tratos humillantes o degradantes, la prostitución forzada y 
cualquier forma de abuso deshonesto; la toma de rehenes y los castigos colectivos. 
También prohibe la amenaza de realizar estos actos, pero no la tentativa o la 
complicidad, ni el ataque contra los medios materiales. 

Con acierto, durante las negociaciones se pensó que no resultaba práctico 
llevar a cabo un enumeración con visos de exhaustividad, pero que no era numerus 
clausus, ya que podría parecer en el futuro que un acto no incluido no constituiría 
delito. En este sentido, hay que señalar que la propuesta comienza diciendo que el 
personal de las Naciones Unidas (...) gozará, "como mínimo", de protección ante 
los actos arriba reseñados. Además, se manifestó también preocupación por el 
hecho de que algunos delitos, como los atentados contra la libertad de los 
individuos, pudieran no considerarse delitos en las legislaciones de ciertos Estados 
y, consecuentemente, no ser punibles con la extradición (Vide Doc. NN. UU. 
A/AC.242/2, párrafo 113). Estas son las razones por las que finalmente se utilizó 
una fórmula general. 

110. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 80 a). 
1 1 1 . Algunas delegaciones opinaron que esta redacción detallada era válida no 

sólo por basarse en los Convenios de Ginebra de 1949, umversalmente recono­
cidos, sino también porque "se adaptaba bien al tipo de situaciones a las que la 
Convención se habría de aplicar". Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 113. 

112. Id. párrafo 110. 
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f inalmente recogido en la Convenc ión , no incluir ía las tor turas ps icológicas a 

las que tan fácil puede resultar someter a este p e r s o n a l 1 1 3 . 

Por ú l t imo, se sugir ió reemplaza r la pa labra "secues t ro" por " toma de 

rehenes" , dado que el p r imero es un té rmino ajeno a a lgunos o rdenamien tos 

jur íd icos y el segundo una noción bien definida a nivel i n t e r n a c i o n a l 1 1 4 , c o m o 

d e m u e s t r a la ex is tenc ia de la C o n v e n c i ó n in te rnac iona l con t ra la t o m a d e 

rehenes de 1 9 7 9 1 1 5 . A u n q u e los trabajos preparator ios no expl ican las razones 

113 . Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 114. Parece lógico que la 
Convención PIP de 1973 no quisiera incluir la tortura psicológica entre los hechos 
punibles. Sin embargo, nos parece una laguna importante en la Convención que 
estamos estudiando. Esto es así por la incidencia que este tipo de actos puede tener 
sobre el éxito de la operación llevada a cabo por las Naciones Unidas, sobre todo 
por la duración de la misma y la continuada exposición de sus participantes a un 
público muchas veces hostil a su presencia. En este sentido, la propuesta de los 
países nórdicos antes reseñada tiene el mérito de incluirla de modo explícito. En 
cualquier caso, la mera mención de la tortura ya implicaría la psicológica. (A tenor 
del artículo 1 de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, firmada en Nueva York el 10 de diciembre de 1984, debe 
entenderse por tal "todo acto por el cual se inflinja intencionalmente a una persona 
dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales..."). Por estas razones, 
opinamos que junto con la mención explícita al homicidio y al secuestro debiera 
haberse incluido la de la tortura, no sólo por las razones antes expuestas, sino 
también porque son muchos los Estados no signatarios de la Convención contra la 
tortura o que han realizado importantes reservas a la misma. 

114. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafo 80 b). 
115 . Al respecto puede consultarse ABAD CASTELOS, M.: La toma de rehenes 

como manifestación del terrorismo y el derecho internacional, Ministerio del 
Interior, Madrid, 1997. En esta obra la autora pone acertadamente de manifiesto que 
cuando la Convención <Je 1994 entrara en vigor supondría "una convergencia entre 
los ámbitos de aplicación de las dos normas convencionales", produciéndose, en 
lo que se refiere a los delitos contra la libertad, una identidad y, por tanto, "una 
superposición inútil" con la Convención internacional contra la toma de rehenes 
de 1979. La razón es que en la Convención de 1979 no hay limitación alguna sobre 
la identidad o situación de las personas a proteger; aunque también, "porque la 
Convención contra la toma de rehenes tiene un objeto más comprehensivo que la 
Convención de Nueva York, y en general, que las Convenciones antiterroristas 
anteriores, al extender expresamente, a través del artículo 12, su cobertura a los 
delitos que se cometan en las situaciones de conflictos armados internos o inter­
nacionales, para los cuales los instrumentos de Derecho internacional humanitario 
no prevean la imposición de la obligación aut dedere aut judicare, en cuyas 
circunstancias es, precisamente, frecuente que el personal de las Naciones Unidas y 
otras organizaciones humanitarias lleven a cabo su cometido y, por tanto, puedan 
constituir el blanco de tales actos." Op. cit, pp. 298-9. 

En cualquier caso, ya pusimos de manifiesto al estudiar los antecedentes de la 
Convención la razón por la que se quiso redactar un convenio específico: funda­
mentalmente por el peso simbólico-político que suponía. 
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por las que no se realizó esta lógica modificación, es de suponer que la toma de 
rehenes podría subsumirse dentro del secuestro o de la figura general del a taque 
contra la l ibertad. Parece que su no inclusión responde a la comen tada decisión 
final d e optar por una fórmula genera l , aunque en ese caso t ambién pod ían 
haberse obviado las figuras del homicidio y el secuestro. 

Por otro lado, son varios los asuntos sobre los q u e hubo que l legar a una 

so luc ión de c o m p r o m i s o : la in tenc iona l idad , la inc lus ión o no c o m o t ipo 

del ict ivo de la mera amenaza de realizar el acto penado y los m o d o s de part i ­

cipación. 

L a cues t ión de la in tencional idad divid ió a las de legac iones . Para los 
part idarios de su supresión el p rob lema radicaba en que el del incuente tendría 
que saber de la condición de miembro del personal de las Naciones Unidas de la 
v íc t ima. As í , al m e n o s que la v íc t ima vist iera de un i fo rme o l levara a lgún 
d i s t in t ivo , r e su l t a r í a m u y difíci l p roba r q u e el d e l i n c u e n t e c o n o c í a su 
c o n d i c i ó n 1 1 6 . 

Es tas razones no probaron su eficacia dec id iéndose f inalmente la inclu­
sión de la in tenc iona l idad por las s iguientes r azones . En p r imer lugar , se 
e x p u s o que , d e a c u e r d o con el c o m e n t a r i o r ea l i zado por la C o m i s i ó n d e 
Derecho Internacional al ar t ículo 2 de la Convenc ión P IP de 1 9 7 3 1 1 7 , or igen 
del ar t ículo 9, la pa labra "intencional" se había ut i l izado en un doble sent ido. 
Por un lado, para poner en claro que el culpable debía conocer la condición de 
la persona in te rnac ionalmente protegida de que disfruta la víct ima. Por otro, 
para disipar toda duda sobre el hecho de que quedaban excluidos de la aplicación 
del a r t í cu lo "c ier tos ac tos pun ib l e s que , en o t ro ca so , p o d r í a n q u e d a r 
comprendidos en los apartados a) o b), c o m o las lesiones graves causadas a una 
persona in ternacionalmente protegida en un accidente de automóvi l deb ido a 
n e g l i g e n c i a . " 1 1 8 

116. Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafos 111 y 112. Como ya se vio al 
exponer el artículo 3.1 in fine, al tratar las obligaciones del personal de las 
Naciones Unidas y asociado (II.2.2.1.), el Secretario General puede excepcionar al 
personal civil de la obligación de llevar una identificación distintiva. Es precisa­
mente en estos casos en los que sería muy difícil probar que el atacante conocía la 
condición de la víctima. 

117. Vide el Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor 
realizada en su 24° período de sesiones, Doc. NN. UU. A/8710/Rev.l , párrafo 
95,(1972) y el Proyecto de Informe en el Anuario de la Comisión de Derecho 
Internacional, 1972, vol I, Actas resumidas del 24° período de sesiones, 
A/CN.4/SER.A/1972 y A/CN.4/L.190 y Add.l y A/CN.4/L.191. 

118 . Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 112. 
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En segundo lugar, se a rgumentó que había otras maneras de determinar si 

el cu lpable conoc ía la condic ión de la víct ima, aunque no se exigiera que el 

personal por tara los dist int ivos de las Nac iones U n i d a s 1 1 9 . E n definit iva, la 

existencia o no de la intencionalidad quedará a discreción del j uez nacional, que 

tendrá que valorar si el atacante conocía el estatuto de la víc t ima y el hecho de 

que el a taque no se hubiera realizado por mera negligencia. 

T a m b i é n se sugir ió la supresión de la mera a m e n a z a de real izar el acto 

penado c o m o tipo d e l i c t i v o 1 2 0 . La razón fundamental que se esgr imió es que 

en virtud de la mayor ía de los tratados de extradición, el deli to t iene que tener 

determinada gravedad para que ésta sea v i a b l e 1 2 1 . Es to no sería así en el caso de 

una s imple a m e n a z a genér ica de cometer un a taque cont ra el personal de las 

Nac iones Unidas o el personal asoc iado . C o m o solución d e c o m p r o m i s o y 

expresión de la gravedad de la amenaza, la Convención incluye una condición y 

sólo pena l i za la " amenaza de tal a taque con el obje t ivo de obl igar a u n a 

persona natural o jur ídica a realizar o abstenerse de realizar algún a c t o " 1 2 2 . 

Por ú l t imo, en lo relat ivo a las formas de par t ic ipación, la Convenc ión 

r e c o g e la t e n t a t i v a 1 2 3 , s igu iendo a las pr inc ipa les convenc iones ant i te r ro-

r i s t a s 1 2 4 , aunque diferenciándose en este punto de la Convenc ión P IP de 1973. 

T a m b i é n d iverge de esta convención , y de las otras menc ionadas , la t e rmino­

logía empleada al tratar la compl ic idad. El art 9. Le ) añade a la posibi l idad de 

cometer el delito en grado de complicidad el que este se perfeccione por el mero 

119 . Id. 

120 . Vide Doc. NN. UU., A/49/22, Anexo I, párrafo 74 b) y Anexo II, sección 
J y A/AC.242/2, párrafo 115. 

1 2 1 . Vide Doc. NN. UU., A/49/22, Anexo I, párrafo 78. 
122. Artículo 9.1.c. Entre las razones argumentadas para conservar el con­

cepto de amenaza se esgrimió que figuraba en "todos los convenios antiterroristas" 
(Vide Doc. NN. UU., A/49/22, Anexo I, párrafo 78.) Aunque es así en la Con­
vención PIP de 1973, en el que se basa el artículo, esto no es cierto para "todos" 
los demás. Como ha escrito ABAD CASTELOS, la Convención sobre la toma de 
rehenes de 1979 no tipifica la amenaza como delito internacional autónomo. En 
este sentido, su inclusión en la Convención sobre la seguridad del personal de las 
Naciones Unidas y asociado supone un progreso y un claro avance técnico-jurídico. 
ABAD CASTELOS, M.: La toma de rehenes...Op. cit, pp. 299-300. 

123 . Art. 9.1.d). 

124 . Vide los artículos 1 de la Convención Internacional de 1979 contra la 
toma de rehenes de 1979, de la Convención para la represión del apoderamiento 
ilícito de aeronaves de 1970, del Convenio para la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil de 1971 o el artículo 7 de la Convención de 
Viena sobre protección de material nuclear de 1980. 
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hecho de "organizar u ordenar a terceros la comisión de tal ataque", inc luyendo 

as í la inducc ión . Es te ex t r emo fue cr i t icado por a lgunas de legac iones q u e 

entendían que esta cuestión debería dejarse en manos del derecho penal interno 

de cada Estado; derecho, que en algunos casos, no asimilaba ese tipo de actos a 

la c o m p l i c i d a d 1 2 5 o que recogía diferentes formas de inducción ( como pueden 

ser el c o n v e n c i m i e n t o o el m a n d a t o por d ine ro , en el c a s o e spaño l ) . Sin 

embargo , el hecho de que en el contexto mili tar en el que se invocará la C o n ­

vención sean probables los ataques ordenados por autoridades superiores, tanto 

mil i tares c o m o polí t icas, hizo que triunfara esta modif icación de las formas de 

compl i c idad e inducc ión p rop ias de otras convenc iones no pensadas pa ra 

conflictos a r m a d o s 1 2 6 . 

3 .1 .2 . Obligación de sancionar 

El m i s m o art ículo, in fine, obl iga a los Es tados Partes a considerar c o m o 

delitos en su legislación nacional las conductas antes reseñadas, sancionándolas 

"con penas adecuadas que tengan en cuenta su gravedad". Se sugirió durante los 

debates sustituir la expresión "penas adecuadas" por "penas rigurosas", siguien­

do el mode lo de convenciones anteriores y para evitar que se invocara la excep­

c ión p o l í t i c a 1 2 7 . En cua lqu ie r caso , el tenor def ini t ivo de la C o n v e n c i ó n 

permite que cada Estado determine l ibremente las sanciones penales a imponer . 

E n es te s en t ido , la d i fe renc ia ex i s t en te en t re las d ive r sa s l eg i s l a c iones 

nacionales pudiera llegar a afectar a la eficacia de la C o n v e n c i ó n 1 2 8 . 

125 . Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 116. 
126. Cabe mencionar que la inducción como tal figuraba en diferentes pro­

yectos y textos de negociación (Vide el proyecto conjunto presentado por Nueva 
Zelanda y Ucrania Doc. NN. UU., A/AC.242/L.2, art. l l . l . e ) , aunque no aparezca 
en el texto definitivo por razones no explicadas en los trabajos preparatorios. 
Estas razones probablemente tengan que ver con la mencionada divergencia entre 
los derechos internos de los diferentes Estados negociadores. 

127 . Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/, párrafo 118 y A/49/22, Anexo I , 
párrafos 73, 74 y 80. 

128 . Vide EMANUELLI, C : "La Convention sur...". Art. cit., p. 859. 
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3 . 2 . Cuestiones procesales 

Las diversas d ispos ic iones relat ivas a la ju r i sd icc ión universa l es tab le­

c idas por la C o n v e n c i ó n se basan , c o m o a p u n t á b a m o s al pr inc ip io de es te 

apar tado sobre las cuest iones penales y procesales , en las convenc iones sobre 

t e r ro r i smo ya seña ladas . En este sent ido , y dado que las m i s m a s han s ido 

ampl i amen te anal izadas por la d o c t r i n a 1 2 9 , el análisis de estos ex t remos será 

m e n o s deta l lado que el real izado hasta ahora sobre los aspectos m á s par t icu­

lares de la Convención . 

Las cuest iones procesales se centran fundamenta lmente en los p rob lemas 

re la t ivos al es tablec imiento de jur i sd icc ión y en lo concern ien te al enjuicia­

mien to o extradición de los presuntos culpables. 

3 . 2 . 1 . Competencia judicial130 

El art ículo 10 es tablece el compromiso de los Es tados Par tes de adoptar 

"las med idas necesar ias para establecer su jur isd icc ión sobre los del i tos defi­

nidos en el art ículo 9" en los siguientes casos: cuando el deli to se haya c o m e ­

tido en el terri torio de ese Es tado (o a bordo de un buque o aeronave matr icu­

lado en ese Estado) o cuando el presunto culpable sea nacional de ese Es tado . 

T a m b i é n podrá es tablecer su jur isd icc ión, cuando el del i to sea comet ido por 

una persona apatrida residente en ese Es tado, contra un nacional de ese Estado 

o cuando sea comet ido en un intento de obligar a ese Estado a realizar o abste­

nerse de realizar algún acto. As í pues el art ículo 10 establece una competenc ia 

jud ic ia l p rác t i camente universal sobre los del i tos e n u m e r a d o s en el ar t ículo 

anterior. 

129. Entre la numerosa bibliografía sobre el tema, dado que cada convención 
concreta ha sido objeto de diversos estudios, podemos citar, por señalar dos obras 
recientes con abundante bibliografía sobre el tema: HIGGINS, R. y FLORY, M. 
(Eds.), Terrorism and International Law, Routledge, Londres 1997 o la ya 
mencionada obra de ABAD CASTELOS, M.: La toma de rehenes como manifestación 
del terrorismo y el derecho internacional publicada por el Ministerio del Interior en 
1997. 

130 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 81-84 y A/AC. 242/2, 
párrafos 120-124. 
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C o m o puede apreciarse el art ículo es tablece una jur isdicción pr incipal o 

pr imar ia para los casos de territorialidad y n a c i o n a l i d a d 1 3 1 y otra facultativa o 

secundar ia ("También p o d r á . . . " ) 1 3 2 , en el que se incluyen una serie de posibi­

l idades inspiradas en el art ículo 6 del Conven io de R o m a para la represión de 

actos i l ícitos cont ra la navegac ión mar í t ima de 1 9 8 8 1 3 3 . En cua lquier caso , 

c o m o acer tadamente pone de manifiesto EMANUELLI 1 3 4 , al igual que en el resto 

de las c o n v e n c i o n e s con t ra el t e r ro r i smo no se es tab lece n ingún cr i te r io 

jerárquico en caso de conflicto de competencia entre las partes. 

A d e m á s , el t enor del pá r ra fo 4 del a r t í cu lo , deja c l a ro q u e es tas 

disposic iones no afectan a la obligación fundamental de los Es tados Partes de 

juzgar o extraditar a los presuntos culpables que se hallen en su territorio. Así , 

aunque el Es tado Parte no tengan conexión con los presuntos culpables , en el 

sent ido de los párrafos 1 y 2, debe establecer su jur isdicción sobre ellos si no 

desea e x t r a d i t a r l o s 1 3 5 . De esta cuest ión fundamenta l en la C o n v e n c i ó n nos 

ocupamos a cont inuación. 

3 .2 .2 . Extradición 

El art ículo 14 cont iene el pr incipio aut dedere aut iudicare: El Es tado en 

el que se encuentre un presunto culpable de haber violado la Convenc ión t iene 

la obl igación de extraditarle a uno de los Es tados que tengan conexión con el 

1 3 1 . Art. 10. 1, letras a y b. 
132 . Art. 10.2, letras a, b y c. 
133 . Aunque al introducir el artículo, uno de los patrocinadores de la propuesta 

conjunta de Ucrania y Nueva Zelanda (Doc. NN. UU. A/AC.242/L.2) observó que se 
basaba en el artículo 3 de la Convención PIP de 1973, las modificaciones que se 
fueron realizando lo llevaron a ser una copia prácticamente exacta del mencionado 
artículo 6 del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la navegación 
marítima. 

134. Vide EMANUELLI, C : "La Convention sur...", Art. cit., p. 860. 
135 . El párrafo 4 del artículo 10 dice literalmente: "Cada Estado Parte adoptará 

las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre los delitos definidos en 
el artículo 9 en el caso de que el presunto culpable se encuentre en su territorio y de 
que ese Estado no conceda su extradición, conforme al artículo 15, a alguno de los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con lo 
dispuesto en los párrafos 1 ó 2." 
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deli to o de presentar el caso ante sus autor idades judic ia les competen tes para 
que sea j u z g a d o 1 3 6 . 

En el caso en que los hechos tipificados c o m o delict ivos en el ar t ículo 9 
no se encuent ren enumerados en el t ratado de extradición v igente "se cons i ­
derarán incluidos c o m o tales en esa disposic ión" (art. 15.1) y de no exist ir el 
tratado, la Convención podrá considerarse "como la base jur ídica necesaria para 
la extradición en lo que respecta a esos del i tos" (art. 15.2). A d e m á s , según el 
m i s m o artículo, a efectos de la extradición entre Es tados Par tes , se cons idera 
q u e los del i tos t ipif icados en el ar t ículo 9 se han comet ido no sólo en lugar 
d o n d e se hubieran perpe t rado , s ino t ambién en el terr i tor io de los Es t ados 
Pa r t e s , tal y c o m o lo def ine el a r t ícu lo 10. C o m o p u e d e obse rva r se , la 
finalidad del artículo 15 consiste en crear los mecan i smos necesarios para hacer 
efectiva la posibil idad de la extradición, no estableciéndose prioridad alguna de 
jur isdicción entre los posibles Estados p e t i c i o n a r i o s 1 3 7 . 

136 . El artículo 14 es una copia casi literal del artículo 7 de la Convención PIP 
de 1973. Ahora bien, se argüyó que la Convención debía dejar claro que los delitos 
a los cuales se aplicaría no deberían considerarse actos políticos a efectos de 
enjuiciamiento (Vide Doc. NN. UU. A/AC. 242/2, párrafo 132). Por esta razón, se 
añadió una frase al final del artículo con la siguiente redacción: "Dichas autoridades 
tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a los delitos 
comunes de carácter grave de acuerdo con el derecho de ese Estado". Esta cláusula 
proviene del artículo 8 de la Convención sobre la toma de rehenes de 1979 y 
también está presente en la mayoría de las convenciones antiterroristas mencio­
nadas. (Vide los artículos 7 de la Convención de la Haya para la represión del 
apoderamiento ilícito de aeronaves de 1977 y el Convenio de Montreal para la 
represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil de 1971 o el 
artículo 10 de la Convención de Roma de 1988 para la represión de los actos 
ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima). 

137. El origen del artículo, como reconocieron sus patrocinadores, se 
encuentra en el artículo 8 de la Convención PIP de 1973, "salvo por la omisión en 
el párrafo 3 de la expresión 'las disposiciones de procedimiento'". (Vide Doc. NN. 
UU. A/AC.242/2, párrafo 134.) Por eso la Convención no recoge una disposición 
sobre prioridades en las peticiones múltiples de extradición. Algunas delegaciones 
sugirieron que esto fuera así, siguiendo el modelo de la Convención de Roma para 
la represión de los actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítimade de 
1988 (vide el artículo 11.5 de la citada convención en el que se concede prioridad al 
Estado parte cuya bandera posea el buque en el momento de la comisión del delito); 
sin embargo, finalmente se decidió que "la decisión pertinente debía quedar librada 
al Estado que recibiera las peticiones de extradición, de modo de evitar el 
establecimiento de una prioridad de jurisdicción entre los Estados peticionarios." 
(Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafo 135). 
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3 . 3 . Otras cuestiones penales y procesales 

A m é n de las cuest iones expues tas , la Convenc ión cont iene otras obl iga­
c iones pa ra los Es tados Par tes : L a de coope ra r pa ra la p r evenc ión de los 
a tentados (art. I I ) 1 3 8 ; la de comunica r cuanta información se posea al Secre­
tario General de las Naciones Unidas y al Es tado o Estados interesados sobre la 
identidad del presunto culpable y el delito comet ido (art. 1 2 ) 1 3 9 ; la de asegurar 
la presencia de los presuntos culpables que se encuentren en su territorio a los 
efectos de su en ju ic iamien to o ex t rad ic ión (art. 1 3 ) 1 4 0 ; la de la as is tencia 
m u t u a en cues t iones penales (art. 1 6 ) 1 4 1 ; la de garant izar un trato j u s to y un 
ju ic io imparc ia l (art. 1 7 ) 1 4 2 y la de notificar al Secretario Genera l el resul tado 
de la actuaciones (art. 1 8 ) 1 4 3 . 

3 .4 . La Convención y el Estatuto del Tribunal Penal Internacional 

Jun to a las cuest iones penales y procesales der ivadas de la Convenc ión , 
d e b e seña la rse que el a r t ículo 8 del Es ta tu to de R o m a de la Cor t e Pena l 
I n t e r n a c i o n a l 1 4 4 , dedicado a los cr ímenes de guerra, tipifica c o m o t a l 1 4 5 "dirigir 
i n t e n c i o n a l m e n t e 1 4 6 a taques contra el personal , instalaciones, mater ia l , unida-

138. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 70-72 y A/AC.242/2, 
párrafos 106-109. 

139. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 85-87 y A/AC.242/2, 
párrafos 125-126. 

140. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 88-91 y A/AC.242/2, 
párrafos 127-130. 

1 4 1 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 101-103 y A/AC.242/2, 
párrafos 139-143. 

142. Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 104-105 y A/AC.242/2, 
párrafos 144. 

1 4 3 . Vide Doc. NN. UU. A/49/22, Anexo I, párrafos 106-107 y A/AC.242/2, 
párrafo 145. 

144. Doc. NN. UU. A/CONF.183/9. 
145 . Amén de las infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de 

agosto de 1949 (artículo 8.a). 
146. Además de este requisito, el artículo 8.1. especifica que "la Corte tendrá 

competencia respecto de los crímenes de guerra en particular cuando se cometan 
como parte de un plan o política o como parte de la comisión a gran escala de tales 
crímenes." 
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des o vehículos part ic ipantes en una misión de man ten imien to de la paz o de 
as is tencia humani ta r ia de conformidad con la Car ta de las Nac iones Unidas , 
s iempre que tengan derecho a la protección otorgada a civiles u objetos civi les 
con arreglo" , tanto al derecho de los confl ictos a rmados de carácter interna­
c i o n a l 1 4 7 , c o m o al de recho de los conflictos a rmados que no sean de índole 
i n t e r n a c i o n a l 1 4 8 . 

El c a m i n o por el que los a taques cont ra el persona l de las N a c i o n e s 
Un idas ha l legado a ser un c r imen sobre el que la Cor te Penal In ternacional 
t iene competenc ias ha sido largo y un tanto comple jo . C o m o es sabido, pa ra 
estudiar el contenido del Estatuto hay que referirse a los trabajos emprend idos 
por la Comis ión de Derecho Internacional (CDI) para elaborar un proyec to de 
c ó d i g o de c r ímenes cont ra la paz y la segur idad de la h u m a n i d a d y a la 
Conferencia Diplomát ica de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el 
es tablec imiento de una corte penal internacional , que incluyó entre los c r íme­
nes con t ra la h u m a n i d a d los "c r ímenes con t ra el personal de las N a c i o n e s 
Unidas y el personal a s o c i a d o " 1 4 9 . 

En nues t ra opinión, tal inclus ión afectaba al equi l ibr io a lcanzado a la 
ho ra de e laborar la l is ta de c r ímenes y era contrar ia al concep to m i s m o d e 
cr imen contra la paz y la seguridad de la humanidad en el que se basó la C D I al 
e labora r el p royec to , por lo que su inclusión en el ú l t imo minu to , m á s po r 
r azones pol í t icas que ju r íd icas , no pod ía s ino tener el efecto de debi l i tar el 

147. Artículo 8.b.iii. 
148 . Artículo 8.e.iii. 
149. Doc. NN. UU. A/51/10. En el texto aprobado por la CDI tras la primera 

lectura en 1991 (Anuario de la CDI, 1991, vol. II (segunda parte), cap. IV) o en el 
13° informe del Relator Especial (Doc. NN. UU. A/CN.4/466 y Corr.l) no existía 
referencia alguna a este crimen, a pesar de contener una amplia gama de doce 
crímenes. El texto definitivo del proyecto de código que tipificaba sólo cinco 
crímenes fue aprobado, tras examinar el informe del Comité de Redacción (Doc. 
NN. UU. A/CN.4/L.522 y Corr.3), por la CDI en su 2454 a sesión del 48° período de 
sesiones el 5 de julio de 1996. Tras su segunda lectura, el artículo 19 del proyecto 
(antes 22.bis) recogió, por primera vez, los "crímenes contra el personal de las 
Naciones Unidas y el personal asociado". La propuesta de su inclusión partió de los 
EE. UU. (Vide Memorandum concerning proposed article 22 bis "Crimes against 
United Nations and associated personnel" submitted by Mr. Robert Rosenstock at 
the suggestion of the Drafting Committee, ILC (XLVIII)/CRD.2, conclusión, p .3 , 
de 3 de junio de 1996). El texto del nuevo artículo propuesto coincidía 
literalmente, en su primer párrafo, con el artículo 9.1.a) y b) de la Convención y en 
el segundo con el artículo 2.2. de la misma. 
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C ó d i g o 1 5 0 . En cualquier caso, la redacción definitiva del art ículo que aparecía 
en el p royec to fue modif icada. Así , se añadió al m i s m o los requis i tos de que 
dichos ataques se l levaran a cabo "de manera sistemática o en gran e s c a l a " 1 5 1 y 
"con el fin d e imped i r o di f icul tar el c u m p l i m i e n t o del m a n d a t o de esa 
o p e r a c i ó n " 1 5 2 , con lo que se subsanaban, parcia lmente , a lgunas de las reservas 
que suscitaba. 

En la Confe renc ia D ip lomá t i ca de P len ipo tenc ia r ios de las N a c i o n e s 
Unidas sobre el es tablecimiento de una corte penal internacional ce lebrada en 
R o m a entre el 15 y el 17 de ju l io de 1998, la delegación española presentó una 
propues ta en la que se pedía que se supr imiera c o m o cr imen independiente el 
a taque contra las Naciones Unidas y el personal asociado, en lo té rminos antes 
expresados , y se insertase una cláusula en el lugar apropiado de las secciones b 
y d del apar tado ti tulado "Cr ímenes de guerra", con el s iguiente tenor: "Dirigir 
in tenc iona lmente a taques cont ra personal de las Nac iones Unidas o personal 
asociado o contra instalaciones, material , unidades o vehículos de las Nac iones 

150 . Vide Memorandum submitted by Mr. Alain Pellet concerning proposed 
article 22 bis "Crimes against United Nations and associated personnel", I L C 
(XLVIII)/CRD.5, de 17 de junio de 1996, párrafos 3 y 6. En la segunda lectura del 
proyecto, la CDI, siguiendo las indicaciones del Relator Especial, adoptó la 
postura de que el Código sólo debía incluir los cuatro crímenes más indiscutibles, 
reconocidos por la comunidad internacional en su conjunto, no sólo como serios 
delitos definidos por el derecho internacional, sino también como "los crímenes de 
los crímenes", que afectan a los mismos cimientos de la sociedad internacional, y 
que tienen su origen en la Carta del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg y 
que se encuentran en los Estatutos de los Tribunales Internacionales de la Ex­
Yugoslavia y Ruanda (agresión, genocidio, lesa humanidad y crímenes de guerra). 
Ibid., párrafo 4. 

1 5 1 . El primer criterio alternativo, "de manera sistemática", implicaba que se 
realizaran los ataques con arreglo a un "plan o política" preconcebidos. Este 
criterio podía cumplirse "con una serie de ataques que de hecho se lleven acabo, con 
un solo ataque que se lleve a cabo como el primero de una serie de ataques 
proyectados, o con un solo ataque de extraordinaria magnitud ejecutado con arreglo 
a un plan o política preconcebidos". El segundo criterio alternativo requería que los 
crímenes se cometieran "a gran escala", es decir que los actos criminales "se dirijan 
contra una multitud de víctimas como resultado de una serie de ataques o como 
resultado de un ataque masivo que cause muchas bajas". Doc. NN. UU. A/51/10, 
pp. 114-115. El actual Estatuto de la Corte recoge, como ya ha sido mencionado, 
en el artículo 8.1 estos dos requisitos. 

152 . El determinar si así es en un caso determinado, "sería una cuestión de 
hecho". Doc. NN. UU. A/51/10, p. 116. La dificultad a la hora de dilucidar la 
intención concreta por la que es movido el agresor llevaron a modificar este 
requisito en el Estatuto por un requisito general de intencionalidad ("dirigir 
intencionalmente ataques contra personal..."). 
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U n i d a s que se encuen t ren en una mis ión de as i s tenc ia h u man i t a r i a o de 
mantenimiento de la paz de conformidad con la C a r t a " 1 5 3 . 

C o m o p u e d e obse rva r se , la p ropues t a e spaño la fruct if icó, p e r o con 
recortes . En pr imer lugar, el ar t ículo 8.b.iii) y 8. e.iii) del Esta tuto deja fuera 
al personal asoc iado y, en segundo lugar, añade al final "s iempre que tengan 
de recho a la p ro tecc ión o to rgada a civi les u objetos c ivi les con ar reg lo al 
derecho de los conflictos armados" (internacionales o no dependiendo del caso). 
Es ta frase final cor responde al interés de dejar c laro que cuando actúan c o m o 
combat ientes , es decir, cuando el manda to es de imposición de la paz , debe ser 
aplicado, sin duda, el DIH. 

Por otra parte, es de señalar que la propuesta española, y el texto final del 
Esta tuto , se refieren tanto a las operaciones de manten imien to de la paz c o m o 
a las de "asistencia humani ta r ia de conformidad con la Car ta de las Nac iones 
Unidas" a diferencia de lo hasta entonces presentado ante la CDI . Este añadido 
r e sponde a la neces idad de cubrir , no sólo las operac iones aprobadas por el 
Consejo de Seguridad, sino también a las creadas por la Asamblea General . 

Por ú l t imo, el ar t ículo 1 del Es ta tu to especif ica q u e la Cor t e " tendrá 
carác ter c o m p l e m e n t a r i o de las ju r i sd icc iones pena les nac iona les" . D e es te 
m o d o , el r ég imen de la Convenc ión y el de la Cor te aparecen c o m o comple ­
m e n t a r i o s . As í , en aque l los casos en que el ámb i to de ap l icac ión de la 
Convenc ión y el Estatuto, éste ú l t imo más res t r ingido, coincidan: el cu lpable 
del a taque p o d r á ser b ien j u z g a d o en el país en el que es ap re sado , b ien 
e x t r a d i t a d o , o b ien e n v i a d o pa ra q u e sea j u z g a d o por la C o r t e P e n a l 
Internacional. 

4. Disposiciones finales 

La Convención recoge al final de la mi sma una serie de disposiciones que 
no difieren de las usuales en cualquier t ratado internacional: mecan i smos para 
el arreglo de controvers ias , reuniones de examen , firma, ratif icación, acepta­
ción o aprobac ión , adhesión, ent rada en vigor, denunc ia y textos autént icos 
(arts. 22 a 29) . 

El tenor de estas d ispos ic iones finales t ampoco merece m a y o r profun-
d izac ión , sa lvo por una cues t ión: la exc lus ión de la Organ i zac ión d e las 

1 5 3 . Doc. NN. UU. A/CONF.183/C.1/L.1. 
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Naciones Unidas c o m o parte en la Convenc ión . Este ex t r emo ha sido cri t icado 

por CONDORELLI 1 5 4, para quien resulta "sorprendente" que la Organización haya 

s ido o lv idada en las c láusulas f inales, al cont rar io de lo que sucede en la 

convención sobre privi legios e inmunidades de las Nac iones Unidas de 1946, 

en la que debía haberse i n s p i r a d o 1 5 5 . 

As í , los a r t ícu los 2 4 , 25 y 26 só lo l l aman a la f i rma, ra t i f icac ión , 

aceptac ión o aprobación y adhesión, a los Es tados , ignorando a la O N U . Sin 

embargo , c o m o afirma el c i tado profesor, la Convenc ión hace recaer las obli­

gaciones previs tas sobre los Estados y confiere derechos a la O r g a n i z a c i ó n 1 5 6 , 

por lo que ésta debería estar cualificada jur ídicamente c o m o tercero beneficiario 

de un acuerdo internacional que se ha concebido para atender sus necesidades, y 

c u y o t ex to h a s i do n e g o c i a d o y a d o p t a d o po r u n o d e sus ó r g a n o s 

p r i n c i p a l e s 1 5 7 . 

En el m i s m o sentido, el art ículo 22, relativo a los mecan i smos de arreglo 

de c o n t r o v e r s i a s 1 5 8 , sólo está abierto a los Es tados . En definitiva, las nuevas 

medidas de seguridad ofrecidas a las fuerzas de las N N . UU. - d a d o que la O N U 

no puede ejercitar las acc iones necesar ias para poner en func ionamiento los 

mecan i smos obligatorios del ar t ículo 22 , des t inados a resolver las diferencias 

en mater ia de aplicación e interpretación de la Convención , aunque sea a ella a 

quien le puedan afectar en p r imer l u g a r - sólo pueden ser objeto de acc iones 

protectoras de carácter funcional reservadas a los E s t a d o s 1 5 9 . Por lo demás , los 

1 5 4 . Vide, CONDORELLI, L.: "Le statut des Art. cit., pp. 8 9 0 - 8 9 1 . 
1 5 5 . Recordemos que la sección 3 5 del artículo final de la Convención de 

1 9 4 6 especifica que ésta entrará en vigor entre la ONU y todo Miembro que haya 
depositado su instrumento de adhesión. 

1 5 6 . Incluso viceversa, como, por ejemplo, en el artículo 6 en el que como se 
vio se hacen recaer una serie de obligaciones sobre el personal de las Naciones 
Unidas y el Secretario General, es decir sobre la ONU. 

1 5 7 . CONDORELLI, L.: "Le statut des...", Art. cit., pp. 8 9 0 - 8 9 1 . 
1 5 8 . Arreglo de controversias que finaliza con la competencia obligatoria de 

la Corte Internacional de Justicia en caso de que fracasen las negociaciones para 
solventar la controversia en cuestión y no se llegue a un acuerdo sobre la 
organización de un arbitraje en el plazo de seis meses desde que una de las partes lo 
solicite a la otra. 

1 5 9 . La Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones 
Unidas de 1 9 4 6 ha sido nuevamente olvidada como precedente en este aspecto. La 
sección 3 0 del artículo VII de esta convención pone ha disposición de la 
Organización, en caso de surgir una controversia entre la ONU y un Estado con 
motivo de la aplicación o interpretación de la Convención, la posibilidad de 
obtener una opinión consultiva de la Corte, que las partes se comprometen a 
aceptar como decisiva. El error es especialmente grave si se tiene en cuenta que la 
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párrafos 2 y 3 del ar t ículo con t emp lan la pos ib i l idad de que los E s t a d o s 
formulen y retiren reservas a esta disposición. La razón de la inclusión de esta 
d iscut ida re forma a la p ropues ta conjunta de Ucran i a y N u e v a Z e l a n d a se 
encuentra , obviamente , en la voluntad de aumentar los posibles Es tados com­
prometidos con la Convención; a pesar de que esto pudiera frustrar el efecto del 
párrafo 1 y no resuelva la cuestión de como se solventarán las controversias en 
que fuera parte un Estado que hubiera formulado r e s e r v a s 1 6 0 . 

Por ú l t imo , el a r t ículo 23 es tab lece q u e a p ropues t a d e u n o o m á s 
Es tados Par tes , y sí así lo aprueba una mayor ía de los m i s mo s , el Secretar io 
Genera l de las N a c i o n e s Un idas convoca rá una reun ión para e x a m i n a r la 
apl icación de la Convención y los problemas que ésta pudiera plantear. Dadas 
las ambigüedades señaladas al tratar el c a m p o de aplicación de la Convenc ión 
es de esperar que esta reunión tenga lugar en breve y solucione los p rob lemas 
aquí planteados. 

III. R E P E R C U S I O N E S E N E L D E R E C H O E S P A Ñ O L 

Las obligaciones establecidas en los artículos 9 (considerar delito por cada 
es tado Parte en su legislación nacional y sancionar con penas que tengan en 
cuen ta su g ravedad las conduc tas en él t ipif icadas) y 10 de la C o n v e n c i ó n 
(adoptar las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre los delitos 
def inidos en el ar t ículo anter ior) p lantean la s iguiente p regunta : ¿Ex ige la 
incorporación de la Convención a nuestro ordenamiento interno la reforma del 
C ó d i g o Penal de 1995 o, por el cont rar io , el con ten ido de la C o n v e n c i ó n 
podr ía subsumirse en los tipos actualmente existentes tras la úl t ima reforma? 

El Título X X I V del Código Penal trata de los delitos contra la comunidad 
internacional y en él se han reflejado los convenios internacionales ratif icados 
por España en la mater ia , s iendo lo que los penal is tas denominan una n o r m a 

inclusión de esta disposición, inspirada en la convención de 1946, fue sugerida 
durante los trabajos preparatorios y rechazada, probablemente por la celeridad que 
presidió las negociaciones y el afán de no introducir cuestiones complejas que 
hubieran ido en contra de estas premuras. Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafos 
151 y 152. 

160. Vide Doc. NN. UU. A/AC.242/2, párrafos 149-150 y A/49/22, Anexo I, 
párrafo 112. 
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en b l anco o de referencia . En concre to el ar t ículo 6 0 5 , "del i tos con t ra el 
D e r e c h o de Gentes" , recoge la Convenc ión de P IP de 1 9 7 3 1 6 1 , al pena r los 
ataques contra "las personas internacionalmente protegidas por un Tratado, que 
se hal le en España" . En este sentido, y teniendo en cuenta el tenor del ar t ículo 
l .b . de d icha Convenc ión que incluye en su definición de persona internacio­
na lmen te p ro teg ida a "Cualquier represen tan te , funcionar io o pe r sona l idad 
oficial u otro agente de una organización in te rgubernamenta l que , en el m o ­
men to y el lugar en que se cometa el deli to contra él, sus locales oficiales, su 
res idencia par t icular o sus med ios de t ranspor te , tenga derecho , conforme al 
D e r e c h o in ternacional , a u n a pro tecc ión especia l con t ra todo a ten tado a su 
persona, l ibertad o dignidad, así c o m o los miembros de su familia que formen 
par te de su casa.", podr ía pensarse que dicho artículo, interpretado lato sensu, 
cubr i r ía los a taques contra el persona l de las Nac iones Un idas y a soc i ado 
cuando la operación se desarrolle en España. 

Por su par te , el capí tulo III del m i s m o Título, "De los del i tos cont ra las 
personas y b ienes protegidos en caso de confl icto a rmado" , incorpora tras su 
reciente reforma los Conven ios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adic io ­
nales de 1 9 7 7 1 6 2 . Ahora bien, el artículo 608 , en su párrafo 6°, deja una puer ta 
abierta a futuras Convenc iones al entender por persona protegida a los efectos 
de ese capí tulo "Cualquier otra que tenga aquel la condic ión en virtud (...) de 
cualesquiera otros Tratados internacionales en los que España fuera parte". Por 
eso , dado prec i samente el antes menc ionado carácter de n o r m a en b lanco d e 
es tos ar t ículos , podr ía t ambién en tenderse que grac ias a e l los se penan los 
del i tos recogidos en el artículo 9 de la Convenc ión , sin encontrarnos ya con el 
l ímite de que este personal se encuentre en España. 

A d e m á s , el artículo 614 viene a castigar "cualesquiera otras infracciones 
o actos contrarios a las prescripciones de los tratados internacionales en los que 
España fuera par te y relat ivos a la conducción de host i l idades" , con lo que el 
p r o b l e m a de la no ident idad exac ta ent re los c o m p o r t a m i e n t o s y pe r sonas 
pro teg idas sanc ionados por la Convenc ión y los t ipos previs tos en nues t ro 
Código Penal quedaría solventado. 

Sin e m b a r g o , se p lan tea un ser io p r o b l e m a in terpre ta t ivo . L a s d i spo­
s ic iones del cap í tu lo III del Cód igo Pena l se apl ican sólo a los conf l ic tos 
a rmados y a la conducción de host i l idades. Esto no encaja exac tamente con el 

1 6 1 . BOE de 7 de febrero de 1976. 
162. Convenios que ya se encontraban reflejados en el Código Penal Militar 

en sus artículos 69 a 78. 



SANTIAGO URIOS MOLINER 

c a m p o de apl icación de la Convenc ión , que no es D I H , ni s iquiera de derecho 
de los conflictos a rmados . Podr ía entenderse , recurr iendo también aqu í a una 
in te rpre tac ión laxa , que las in t e rvenc iones de las N a c i o n e s U n i d a s en las 
s i tuaciones de conflicto en que se hace necesar ia su actuación cor responden a 
"conflictos a rmados" , aunque no part icipen c o m o combat ien tes contra fuerzas 
a r m a d a s o rgan izadas , en cuyo caso se ap l ica r ía el d e r e c h o in t e rnac iona l 
humani ta r io , tal y c o m o establece el art ículo 2.2. de la Convenc ión . Este sería 
el caso del art ículo l .c.i) de la Convención: operaciones des t inadas a mantener 
o res tab lecer la paz y la segur idad in te rnac iona les . Sin e m b a r g o , chocar í a 
f ronta lmente con el apar tado ii) del m i s m o ar t ículo que inc luye den t ro del 
ámbi to de apl icación de la Convenc ión aquel las s i tuaciones en que se declare 
que "existe un r iesgo excepcional para la segur idad del personal que part ic ipa 
en la ope rac ión" , lo q u e no impl i ca n e c e s a r i a m e n t e la ex i s t enc ia d e un 
conflicto a rmado . En este sentido, la protección o torgada por la Convenc ión al 
personal de las Naciones Unidas y asociado contempla si tuaciones no recogidas 
en nuestro ordenamiento penal . 

As í , la in te rpre tac ión q u e habr ía q u e hace r de nues t ra ley pena l pa ra 
adecuar la al contenido de la Convenc ión tendría que ser demas i ado laxa, a lgo 
reñido con la interpretación estricta que debe presidir toda hermenéut ica de las 
l eyes pun i t ivas . E s t o es as í por la m i n u c i o s i d a d d e la q u e ha p e c a d o el 
leg is lador al r e coge r d e m o d o tan exac to los C o n v e n i o s de G i n e b r a y sus 
P ro toco los Ad ic iona l e s , de j ando un m e r o por t i l lo a futuros c o m p r o m i s o s 
in te rnac iona les c o m o el q u e nos ocupa . H a b i d a c u e n t a de los cons t an te s 
p rogresos del D e r e c h o internacional hubie ra s ido preferible la ut i l ización de 
una fórmula más general . Sin emba rgo , esta parece haber sido la voluntad de 
los redactores del nuevo Cód igo Penal español , que por p r imera vez recoge el 
de recho in ternacional human i t a r io con fórmulas c l a ramen te s imi la res a las 
recogidas en el Cód igo Penal Mil i tar , al referirse, de uno u otro m o d o , a la 
fórmula "cualesquiera otros Tratados internacionales en que España sea parte". 

De todo lo expuesto , se deriva la conclusión de la no neces idad inmedia ta 
e imper iosa de la modif icac ión del ar t ículo 605.1 del C ó d i g o Penal pa ra dar 
ent rada a las disposic iones de la Convenc ión y de la inopor tunidad de hacer lo 
en sede del capí tu lo III . N o obstante , no p o d e m o s dejar de pensar que ser ía 
conveniente realizarla a m e d i o plazo, aunque fuera a t ravés de una Ley Orgá­
nica de t r a n s p o s i c i ó n , 1 6 3 con el objeto de no tener que forzar la interpretación 

1 6 3 . El rango normativo de Ley Orgánica sería necesario, a tenor del artículo 
81 de la Constitución, por el carácter de las obligaciones contenidas en la 
Convención relativas al desarrollo de derechos fundamentales. Así se hizo, por 
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IV. C O N C L U S I O N E S 

C o m o se ha visto a lo largo de las páginas precedentes , es ta Convenc ión 
nace del r e conoc imien to de q u e las m e d i d a s ex is ten tes pa ra dotar de u n a 
a d e c u a d a p ro t ecc ión al pe r sona l de N N . U U y a soc i ado , en espec ia l las 
adop tadas por la p rop ia O N U , son insuficientes . L o s ins t rumentos ju r íd icos 
exis tentes y el de recho internacional consuetudinar io resul taban inadecuados 
para brindar esta protección. Además , las respuestas del Consejo de Seguridad a 
los a taques contra el personal de las Nac iones Unidas habían demos t r ado lo 
l imi tado de las opc iones d i sponib les pa ra e fec t ivamente de tener , j u z g a r y 
castigar a los culpables de dicha violencia, sin un marco jur íd ico más concreto. 
El resu l tado es que existe el r iesgo de que aquel los que dir igen su v io lenc ia 
contra las Nac iones Unidas y su personal asociado crean que sus actos pueden 
quedar impunes . Por otro lado, la O N U ha recibido cada vez más manda tos de 
sus ó rganos , espec ia lmente del Consejo de Segur idad , para que l leve a cabo 
operac iones mul t id imens iona les en las que la segur idad del personal que las 
l leva a cabo es uno de los aspectos que ha adquirido una particular importancia. 
Las bajas sufridas por las Nac iones Unidas en los ú l t imos años así lo con­
f i rman. L o q u e nos l leva a conc lu i r que , a m e n o s que la p ro tecc ión de su 
personal quedara asegurada, las Naciones Unidas no podrían cumplir satisfacto­
r iamente las mis iones encomendadas por sus miembros . 

Así , era urgente adoptar un ins t rumento jur íd ico mult i la teral por el que 
las personas que atacaran, u ordenaran atacar, al personal de la Naciones Unidas 
o a su personal asociado, fueran indiv idualmente responsables y no pudieran 

ejemplo, con la Ley Orgánica 15/1994, de 1 de junio, dictada para posibilitar la 
cooperación entre España y el Tribunal Internacional para el enjuiciamiento de los 
presuntos responsables de violaciones graves del Derecho Internacional cometidas 
en el territorio de la ex-Yugoslavia creado por la Resolución 827 (1993) de 25 de 
mayo. 
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de una n o r m a pena l , a lgo que de por sí r epugna al ju r i s t a y puede l legar a 
producir la impunidad del reo. Sin embargo, quizá sería conveniente aprovechar 
la p róx ima reforma del Cód igo Penal Mili tar , consecuenc ia de la aprobac ión 
del n u e v o C ó d i g o Pena l , para in t roduci r en su a r t icu lado las ob l igac iones 
derivadas de la firma por España de la Convención. 
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evadi r la acc ión d e la jus t ic ia a b a n d o n a n d o el terr i tor io del pa ís en el q u e 
comet ie ron tales del i tos. La Convenc ión enunc ia también otras d ispos ic iones 
m u y importantes que se refieren, entre otras cosas , al de recho del personal a la 
leg í t ima defensa, al debe r de los Es tados par tes de velar por su segur idad y 
protección, al deber de liberar o devolver al personal capturado o detenido, a las 
prerrogat ivas e inmunidades de los componen tes mil i tares y de pol ic ía de una 
operación y al respeto por el personal de las no rmas y reg lamentos del Es tado 
receptor . A d e m á s la Convenc ión ampl ía la protección que ya reciben, a t ravés 
de c ier tos pr iv i leg ios e i nmun idades , las N N . U U . y su pe rsona l a c ie r tos 
civiles y miembros de O N G s compromet idos con operaciones de las N N . U U . 
a través de arreglos contractuales o de otro t ipo. Esta novedad es especia lmente 
impor tante dada la tan t rascendente c o m o creciente labor de las O N G s . Todas 
estas disposiciones, además de colmar diversas lagunas relativas a la condición 
del personal de las Naciones Unidas y personal asociado, apuntan también a dar 
mayor eficacia a las operaciones de mantenimiento de la paz. 

A u n q u e la Convención elabora un nuevo derecho, por lo que sólo afecta a 
los Es tados parte en la misma , no cons t i tuyendo una codif icación del de recho 
internacional consuetudinario, sí ayuda a consol idar el conjunto de principios y 
ob l igac iones con ten idos en los t ra tados bi la terales y mul t i la tera les en v igor 
relat ivos a la mater ia que nos concierne, refundiéndolos en un solo documen to 
y c reando nuevas infracciones in ternacionales . En ese sent ido, se puede decir 
que la Convenc ión sí cont r ibuye a la codif icación y al desarrol lo del de recho 
in te rnac iona l consue tud ina r io , tal y c o m o aparece ref lejado en la p rác t i ca 
reciente l levada a cabo por las N N . UU. y sus Es tados miembros . 

A d e m á s , la Convenc ión t iene el involuntar io mér i to de reconocer , a tenor 
del ar t ículo 20.a, que el D I H es apl icable a las operac iones de las Nac iones 
Unidas . Al menos a las operaciones coerci t ivas autor izadas por el Conse jo de 
Seguridad sobre la base del capítulo VII de la Carta. 

Sin embargo , reconocida la necesidad de la e laboración de la Convenc ión 
y los logros y adelantos que supone en el es tado actual del de recho interna­
c iona l en la ma te r i a , c o n v i e n e subraya r a lgunas de las m á s i m p o r t a n t e s 
deficiencias de la misma. 

1. En pr imer lugar, la inusual velocidad a la que se aprobó la Conven ­
ción y la necesidad de alcanzar el consenso han produc ido una m u y deficiente 
redacción de los art ículos relat ivos al c a m p o de apl icación de la Convenc ión . 
La consecuencia es que se producen ambigüedades , equívocos y, en definitiva, 
un so lapamiento en a lgunas ocas iones entre el r ég imen de la Convenc ión y el 
DIH, algo que nunca pretendieron los negociadores . Esto puede producir serios 
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p rob lemas de apl icación en el futuro por par te de los j uece s nacionales que 
tengan que aplicarla. Espe ramos que la práct ica estatal , ya que t a m p o c o se 
aclaró en las declaraciones que acompañaron a la adopción de la Convenc ión , 
acabe por delimitar con exactitud el ámbito de aplicación. En cualquier caso, la 
Convenc ión deb ió ser redactada pres tando mayor atención a un derecho más 
ant iguo y de aplicación universal como es el DIH. 

2 . En segundo lugar, as í c o m o en las otras convenc iones en las que se 
ha inspirado ésta resulta relat ivamente sencillo identificar al autor del a tentado, 
uno de los p rob lemas de apl icación de esta Convenc ión puede residir en el 
futuro en la dif icultad de identif icar con prec is ión a los r e sponsab le s , en 
a lgunos casos m u y numerosos , de los a taques contra el personal de las Nac io ­
nes Unidas y el personal asociado. 

3 . En tercer lugar, la exc lus ión de la Organ izac ión de las Nac iones 
Un idas c o m o par te en la Convenc ión ha s ido seña lada t ambién c o m o u n a 
deficiencia de la m i s m a al estudiar las d isposic iones finales. La Convenc ión 
hace recaer las obligaciones previstas sobre los Estados y confiere derechos a la 
Organ izac ión , por lo que ésta deber ía estar cual if icada ju r íd i camen te c o m o 
te rcero benef ic iar io de un acue rdo in ternacional que se ha conceb ido pa ra 
a tender sus neces idades . En el m i s m o sent ido, el ar t ículo 22 , re la t ivo a los 
mecan i smos de arreglo de controversias , sólo está abierto a los Estados . (Así , 
a u n q u e sea a la O N U a qu ien afecta en p r imer lugar la ap l i cac ión e 
interpretación de la Convenc ión , sólo los Es tados parte pueden llevar a cabo 
las acciones protectoras de carácter funcional). 

4 . En cuar to lugar, la Convenc ión at iende a la protección del personal 
de las N N . U U . y personal asoc iado , pero adolece de mos t ra r una m a y o r 
preocupac ión hacia el Es tado receptor y de t r á n s i t o 1 6 4 ; podr ía decirse que es 
una Convenc ión en "sentido único" . Así , el artículo 8 exige que el personal de 
las N a c i o n e s Un idas y el persona l asoc iado de ten ido debe ser t ra tado "de 
conformidad con las normas de derechos humanos universalmente reconocidas 
y con los pr incipios y el espíri tu de los Conven ios d e G ineb ra d e 1949" ; sin 
embargo , no existe ningún art ículo en el que se exija a este personal el respeto 
de tales normas, quedando en manos de sus autoridades nacionales la sanción de 
los compor tamien tos contrar ios a ellas, con la cons iguiente falta de h o m o g e ­
neidad en la aplicación de las sanciones. 

164. Las obligaciones de las Naciones Unidas según la Convención consisten 
sólo en la identificación (artículo 3) y el respeto a las leyes y reglamentos del 
Estado receptor y de tránsito (artículo 9). 
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En este sent ido, hay que señalar que se intentó incluir en la Convenc ión 
un a r t í cu lo , s imi la r a los q u e ex is ten en los a c u e r d o s S O F A 1 6 5 , s ob re 
"jurisdicción con respecto a infracciones que pudiera cometer el personal de las 
Nac iones Unidas" , pero no se p u d o llegar a un acuerdo . Mien t ras los países 
q u e p r o p o r c i o n a n t ropas quer ían que su pe r sona l p e r m a n e c i e r a ba jo su 
j u r i s d i c c i ó n 1 6 6 , tal y c o m o se ha reflejado t rad ic iona lmente en los acuerdos 
S O F A , los Es tados receptores y de t ránsi to pre tendían q u e los cu lpab les d e 
deli tos en su territorio pudieran ser presentados "a sus autoridades competen tes 
para su enju ic iamiento , cuando as í lo solici ten los Es tados donde se hayan 
comet ido los d e l i t o s " 1 6 7 . 

5 . En quinto y ú l t imo lugar, cabría reflexionar sobre la futura eficacia 
de la Convenc ión . A pesar del impacto psicológico que pueda tener el mensaje 
env iado por la Convención a la hora de evitar ataques contra el personal de las 
Nac iones Unidas y el personal asoc iado , la inexis tencia en a lgunos casos d e 
au tor idades gube rnamen ta l e s efect ivas en el terr i tor io del Es t ado receptor , 
pueden hacer m u y difícil la aplicación de las disposiciones penales y procesales 
de la C o n v e n c i ó n . En ú l t ima ins tancia , las a m b i g ü e d a d e s seña ladas en la 
definición del ámbi to de apl icación y las dif icultades de índole práct ico ahora 
seña ladas confieren a la Convenc ión más el carácter de gesto po l í t i camente 
opor tuno en un m o m e n t o de crisis que el de solución efectiva al p rob lema que 
tratamos. Por esta razón, creemos que la seguridad del personal de las Naciones 
Unidas y el personal asociado deben mejorarse también a través de medidas de 
t ipo adminis t ra t ivo , y no sólo jur íd ico , dada la falta de consenso en aspectos 
fundamenta les que ha mos t r ado la e laborac ión de la C o n v e n c i ó n . En es te 
sentido parecen recomendables una mejor selección de las misiones teniendo en 
cuenta lo inapropiado de las operaciones para el manten imien to de la paz para 
so luc iona r c ie r tos conf l ic tos , una m a y o r c l a r idad del m a n d a t o y de las 
ins t rucciones para l levarlo a cabo , la mejora en los med ios mater ia les y en el 
en t renamien to y la selección del personal y, por supuesto , mos t ra r una m a y o r 
decisión y eficacia a la hora de reaccionar frente a los ataques p e r p e t r a d o s 1 6 8 . 

1 6 5 . Vide el Modelo de Acuerdo en Doc. NN. UU. A / 4 5 / 5 9 4 , párrafos 4 7 a 4 9 . 
1 6 6 . Vide Doc. NN. UU. A / 4 9 / 2 2 , Anexo II, sección L para la propuesta de la 

Federación Rusa. 
1 6 7 . Vide Doc. NN. UU. A / 4 9 / 2 2 , Anexo II, sección P para la propuesta de 

Tailandia. 
1 6 8 . Sobre la cuestión de las posibles medidas para mejorar la seguridad del 

personal de las Naciones Unidas y personal asociado puede consultarse ARSANJANI, 
M.: "Defending the blue helmets...", Art. cit., pp. 1 2 6 - 1 3 0 . 
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Por ú l t imo, en la e laboración de la Convenc ión son ident i f icables dos 
grupos de Es tados . Por un lado, los p romotores de la Convenc ión : países que 
apor tan persona l a las operac iones de las Nac iones Un idas y en los q u e es 
improbable que l legue a l levarse a cabo una intervención por parte de la O N U 
(Nueva Zelanda , Ucrania , los Es tados Unidos , los países nórdicos y los otros 
miembros de la Unión Europea) . Por el otro, aquel los Es tados susceptibles de 
sufrir una O M P en su territorio. En la fecha de terminación de este art ículo, se 
cons ta ta que , p e s e a que la Convenc ión ha ent rado en vigor, la m a y o r í a de 
Es tados que la han ratificado per tenecen al p r imer g rupo de los s e ñ a l a d o s 1 6 9 . 
Sin lugar a dudas , la mayor í a de los países f i rmantes acabarán rat if icándola. 
Sin embargo , para que la Convenc ión tenga uti l idad debe aumentar el n ú m e r o 
de ratificaciones de Estados pertenecientes al segundo grupo. 

169 . A 31 de enero de 1999, los 22 Estados que han ratificado la Convención 
son los siguientes: Argentina, Alemania, Bulgaria, Chile, Dinamarca, Eslovaquia, 
España , Filipinas, Japón, Noruega, Nueva Zelanda, Panamá, Portugal, Reino 
Unido, República Checa, República de Corea, Rumania, Singapur, Suecia, 
Turkmenistán, Ucrania y Uzbekistán. Los restantes 21 países firmantes son: 
Australia, Bangladesh, Bielorusia Bélgica, Bolivia, Brasil, Canadá, Estados 
Unidos de América, Federación Rusa, Finlandia, Francia, Haití, Honduras, Islas 
Fiji, Italia, Lichtenstein, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Paquistán, Polonia, 
Samoa, Senegal, Sierra Leona, Togo, Túnez y Uruguay. 
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